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.I H T R o D o e e I o H 

Es labor del jurista indagar sobre la regla de derecho 

vigente relativa al caso que se propone estudiar. Una vez 

hallada la norma aplicable, debe el jurista entenderla 

cabalmente, interpretar lo que dice y las consecuencias 

impl1citas que ella contiene. 

Acontece que la norma hallada no constituye algo suelto o 

inconexo, antes bien se halla estrechamente integrada con 

otras, que forman la estructura de lo que se llama una 

institución jur1dica. Por eso, para calibrar coicrectamente el. 

sentido y el alcance de la norma encontrada, ptecisa 

articularla con otra serie de preceptos, cuyo conjunto 

organizado constituye el cuadro completo de una institución. 

De ah1 que el jurista tenga también que proceder a lo que se 

denomina construcción de la institución. 

Pero ademi'ls ocurre . que aún cuando una institución tiene, 

dentro del mundo juridico, una cierta autonomia, no esti'I 

enteramente aislada de las demi'ls instituciones, sino que esti'I 

trabada con ellas por múltiples nexos y correlaciones, y por 

ello, regularmente se observa que todas las ·instituciones de 

un ordenamiento juridico, como sistema de normas juridicas, 
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se entrelazan mutuamente y se supone que forman una especie 

de todo organizado. Por ello, sólo. una visión global del 

conjunto, es la base para proceder a la explicación 

sistem!itica de todos los componentes del orden juridico en 

vigor. En esta tarea, el jurista debe, adem!is, zanjar las 

contradiccl.ones que existen entre dos o m!is preceptos que 

tienen la pretensión de estar igualmente en vigor. 

Paralelamente, las tareas encomendadas al estudioso del 

derecho, requieren una constante reelaboración, en la medida 

en que transcurre el tiempo, como consecuencia de los cambios 

y transformaciones que se verifican en la realidad social. 

Con lo dicho hasta aqui, se resume, parcialmente, la 

descripci6n de una de las tareas m!is importantes encomendadas 

a los juristas. Pero en el caso concreto, el problema es 

mucho m!is complicado, porque no existe un precepto legal que 

expresamente regule la institución juridica objeto de este 

trabajo, como es, la acción de nulidad de los juicios 

concluidos por procesos fraudulentos en la materia mercantil. 

consecuentemente, hemos tenido que indagar, entre la 

pluralidad de normas, aquéllas cuya interpretación pueda 

servir de fundamento a nuestras pretenciones. 
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As1 pues, la llamada interpretación no es algo tan 

relativamente simple, como se babia creido durante mucho 

tiempo: la interpretación no consiste sólo, como ingenuamente 

se ha dicho tantas veces, en esclarecer el sentido de la 

norma, en entenderlo. Por el contrario, la interpretación 

comprende un enjambre de operaciones mentales reciprocamente 

entrelazadas de modo solidario o inescindible. No puede haber 

interpretación abstracta de las normas juridicas, sino que la 

interpretación tiene que lograrse siempre en función con el 

estudio de las realidades concretas, a las cuales van a ser 

aplicadas las normas. Y tiene que lograrse adem~s, en 

conexión con las valoraciones que inspiran el orden juridico 

positivo vigente. 

En esta investigación, el problema de la nulidad de los 

juicios concluidos, se aborda desde dos perspectivas 

fundamentales: la primera se refiere al cambio de las 

circunstancias como fundamento para poder modificar o alterar 

una .. ::-esolución firme. Y la segunda, se enfoca sobre la 

violación al orden püblico y la colusión de los litigantes, 

también como base para poder modificar o alterar una 

sentencia ejecutoria. 



" 

En cuanto al cambio de las circunstancias, conocida en la 

doctrina como teoría de la imprevisión, encontramos como 

Cínico fundamento juridico, la denominada cláusula "Rebus Sic 

Stantibus", contenida en el articulo 62 de la Convención de 

Viena sobre el Derecho de los Tratados. Como esta norma, 

inicialmente nos pareció insuficiente para comprobar que el 

cambio de circunstancias es fundamento para modificar una 

resolución firme, en nuestra bCisqueda encontramos algunos 

preceptos legales que expresamente permiten la al ter ación o 

modificación de ese tipo de resoluciones, cuando las 

circunstancias cambien, y que afecten el ejercicio de la 

acción que se dedujo en el juicio correspondiente, como es el 

caso de los articulas 64 y 531 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal en vigor, supletorio del 

Código de Comercio, y por lo mismo, este trabajo lo iniciamos 

con un breve análisis de las hipótesis concretas que prevén 

esos numerales, y como esos supuestos normativos, guardan una 

intima relación con la cláusula "Rebus Sic stantibus", 

entonces, analizamos el principio de la supremacia 

constitucional y la interpretapión del articulo 133 de la 

Constitución Politica de los Estados Unidos Mexicanos, para 

comprobar que la teoria de la imprevisión, forma parte no 

sólo del orden juridico internacional, sino que es 

perfectamente aplicable a nuestro derecho positivo vigente, 

porque es ley suprema de toda la unión. 
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Al interpretar el articulo 94 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, supletorio del Código de 

Comercio, en forma muy breve, comentamos el por qué, en los 

negocios juridicos relacionados con los alimentos, ejercicio 

y suspensión de la patria potestad, interdicción, 

jurisdicción voluntaria, y los demás que prevengan las leyes, 

se permite modificar o alterar, en función del cambio en las 

circunstancias imperantes, una resolución firme, pues esas 

materias guardan un intimo vinculo con la transformación del 

ser humano y de la realidad social. Y por lo que respecta al 

articulo 531 del mismo ordenamiento, resaltamos el hecho de 

que las sentencias o convenios judiciales, aunque se 

encuentren firmes, también pueden ser motivo de alteración, 

pues son las partes quienes pueden renunciar a los derechos 

obtenidos en una sentencia, o bien modificarlo, por efecto de 

causas supervenientes, voluntarias o involuntarias. 

En la interpretación del articulo 133 constitucional, 

resaltamos la doctrina francesa, la norteamericana, y sobre 

todo la importante opinión de Hans Kelsen. 

La cláusula 11 Rebus sic Stantibus", a su vez, es interpretada 

por sus alcances, en el orden internacional, y en el derecho 

positivo vigente, apoyándonos en un análisis sobre la 

evolución histórica de esa cláusula, que hoy consideramos 
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será trascendental admitir en nuestro derecho, sobre todo en 

estos momentos en que el mundo se divide en bloques 

económicos, y es inminente que la actividad económica se 

desarrollará al amparo de tratados internacionales en materia 

comercial, en los que la ética y la buena fe, serán el común 

denominador de los negocios, y consecuentemente, de la 

industrialización de nuestra econom1a. 

Finalmente, analizamos las violaciones al orden público y la 

nefasta colusión de los litigantes, en un proceso judicial, 

como base para poder modificar o alterar una resolución 

firme, y consideramos de gran valor rescatar la idea de que 

la misión del derecho es la justicia, y que la utilización 

anormal de los procedimientos judiciales, está 

terminantemente prohibida, ya sea en el orden nacional o 

internacional, aunque no exista precepto que expresamente lo 

diga, porque habrá de ser la ética, como actitud frente a la 

vida, la única que podrá permitir la cohabitación comercial 

entre extranjeros y nacionales, y por lo tanto, el único 

valor que permitirá que nuestra econom1a crezca, pues no debe 

olvidarse -al decir de Carnelutti- que el derecho es la ética 

de la econom1a. 



CAPITULO UNO 

LA MODIFICACION DE LAS RESOLUCIONES FIRMES 

I.- LA INTERPRETACION DEL ARTICULO 94 DEL CODIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

l.- El juicio de alimentos. 

2.- La patria potestad. 

2.1.- Terminación de la patria potestad. 

2.2.- Pérdida de la patria potestad. 

2.3.- suspensión de la patria potestad. 

3.- La incapacidad jur1dica de la persona 
(interdicción). 

4.- La jurisdicción voluntaria. 

5.- El fundamento general de la modificación de las 
resoluciones firmes. 

II.-LA INTERPRETACION DEL ARTICULO 531 DEL CODIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES. 



.. 

CAPITULO UNO 

LA MODIFICACION DE LAS RESOLUCIONES FIRMES. 

I.- LA INTERPRETACION DEL ARTICULO 94 DEL CODIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

El conocimiento que los juristas tienen acerca de la 

inmutabilidad de las resoluciones firmes, no debe entenderse 

en términos absolutos, porque el orden jurídico, como sistema 

de normas jurídicas, ciertamente quiere tanto la validez de 

la norma constitucional, como la validez de la norma 

inconstitucional, pues sólo así se concibe que el derecho 

cuente con un derecho antijurídico, pues la norma 

inconstitucional de ningün modo ha de considerarse nula, sino 

que es una instancia especial la que debe declararla nula, 

esto es, un procedimiento regulado por la propia 

Constitución. 

De igual manera, en el campo del derecho procesal, el sistema 

de normas jurídicas, busca una solución a los conflictos, que 

sea finita, y como consecuencia de esta bQsqueda, se ha 

consagrado el principio conocido como "Cosa Juzgada", de la 

cual, como institución jurídica, dimanan diversos efectos de 

carácter trascendental. Incluso se dice que la cosa juzgada 

•es un titulo legal irrevocable, y en principio injutable, 
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que determina los derechos del actor y del demandado y que 

tiene su base en lo fallado por el juez"c1). Pero, como ya se 

dijo, esa institución jur1dica no puede tener un carácter 

definitivo, porque si bien es cierto que una resolución firme 

pone fin a una controversia, no debe olvidarse que esa 

inmutabilidad de la resolución, puede ser impugnada o 

destruida, por las mismas partes que participaron en la 

contienda judicial o 'por terceros, y en consecuencia, los 

alcances de esta institución no pueden extenderse en forma 

indiscriminada a todas las sentencias o resoluciones que 

pongan fin a una controversia, por la básica consideración de 

que. las propias partes pueden renunciar a los derechos 

obtenidos por una sentencia, o bien, pueden impugnar el 

procedimiento mediante la cual se obtuvo ésta, y por lo 

tanto, consideramos que la institución denominada 11 cosa 

juzgada", no tiene el alcance que la doctrina y los jueces 

pretenden darle. 

En efecto, como se verA a lo largo de este trabajo, la 

validez y permanencia de las resoluciones, aunque hayan sido 

declaradas firmes, está condicionada a la subsistencia de las 

mismas circunstancias que sirvieron de base para emitirla, y 

tan es as1, que el articulo 94 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, establece en su segundo 

párrafo lo siguiente: 

(1) Pallares, Edu.ardo. Diccionario de Derecho Procesal Civil. Edlt. Porrúa, Héxlc:o, 1960. p. 178. 



"Art. 94.-... las resoluciones judiciales 
firmes dictadas en negocios de alimentos, 
ejercicio y suspensión de la patria potestad, 
interdicción, jurisdicción voluntaria y las 
dem&s que prevengan las leyes, pueden alterarse 
y modificarse, cuando cambien las 
circunstancias que afectan el ejercicio de la 
acción que se dedujo en el juicio 
correspondiente." 

'º· 

De la simple lectura de este precepto se desprende el 

mandamiento de la ley, a virtud del cual todas las 

sentencias, aunque tengan el carácter de firmes, esto es, que 

hayan causado ejecutoria, y que se hayan dictado en negocios 

jurídicos relacionados con alimentos, ejercicio y suspensión 

de la patria potestad, interdicción y jurisdicción 

voluntaria, pueden alterarse o modificarse cuando cambien las 

circunstancias que afectan el ejercicio de la acción que se 

dedujo en el juicio correspondiente, y estos supuestos, 

lógicamente se sustentan en la naturaleza de la vida misma, 

su transformación y ajuste a las necesidades cambiantes del 

hombre, que la propia sociedad irnpone(2), pues debe tenerse 

presente que los problemas y necesidades del hombre cambian 

según se transforma la propia sociedad, pues ante todo, como 

lo decía Aristóteles, el hombre es un ser eminentemente 

social, y por ello; el precepto en comento, que es derecho 

C2) Talcott Pearsons, el más conspícuo representante de la escuela funcional ista, en su análisis 
sobre el "slstMa social", explica que la organización social puede ser analftlcarncnte representadd y 
transportada en ll'l modelo formal, conceptual y abstracto, en el que el punto de pé!rtld& es la 
•acción", la que define como toda conducta hUMna, fnclfvidJat o colectiva, consciente o Inconsciente; 
condueta hunana que debe- entenderse en su sentido Más arrplio, Incluyendo no solamente los cooponentes 

d:!:!~~~! ~~;~":I~iJn sd;ºpr.:,O:.~~~s~~serc~:f"'~~·1a10c5o~~~m~~~· s!ª:o~~fa1 'sª{~:·v Los 
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positivo vigente, reconoce el cambio de las circunstancias o 

la llamada Teorla de la Imprevisión,. como una de las razones 

y fundamentos que permiten alterar y modificar una sentencia 

firme. 

A continuación, me permito un breve comentario, sobre cada 

una de esas hipótesis en particular, en las que se permite, 

que por razones de circunstancias cambiantes y de equidad, es 

posible variar el contenido de una resolución firme, para 

adaptarla, o mejor dicho, para readaptarla y acomodarla a las 

nuevas exigencias y circunstancias que imperan, por lo que 

debe reconocerse la aplicación en nuestro derecho positivo 

vigente de la cl.'iusula conocida como "Rebus Sic Stantibus". 

1.- El juicio de alimentos. 

Es bien sabido que la obligación de dar alimentos es 

reciproca, pues el que los da tiene a su vez el derecho de 

pedirlos. 

Los cónyuges deben darse alimentos, la ley determina cu.'indo 

queda subsistente esta obligación en los casos de divorcio 

y en otros casos que la misma ley sefiala. Incluso, los 

(2) al mismo tlet!J>O en cu.tro contextos: el biológico, con aus necesldtldes y exigencias; el psf'1JfCo 
que es et de la personalidad( el social, relativo a tas Interacciones entre los actores y tos gri,¡pos; 

~~ ~~~~~~t'f.9 .~fo e!n d:l :fa~r:!I 1~1~1feó~l~~e:~ =°:!;:bre~~:;:~":!ªde)!ª~'!~~ciOO 
Interesante qJe esa Interpretación fuiefonatfsta sobre el sfatema 1oclal, es i.l8 de las mejores 

:lP~ªf!~~r:e:i:t~~~ a! f~~!~t~~ ~~i~~!~ ~~:~~~r~~I~':':: ;~j~~~~~al 
Edl~lonea Península. Barcelona 1971. pp. 127-153>, 
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concubinos están obligados en igual forma, a darse alimentos 

si se satisfacen los requisitos que señala el articulo 1635 

del Código Civil para el Distrito Federalm. De hecho los 

padres están obligados a dar alimentos a sus hijos y a falta 

de éstos o por imposibilidad de los padres, la obligación 

recae en los demás ascendientes por ambas lineas que 

estuvieren más próximas en grado, y a su vez los hijos están 

obligados a dar alimentos a los padres, y de igual manera, a 

falta de ellos o por imposibilidad de los hijos, lo están los 

descendientes más próximos en grado, y a falta de ellos o por 

imposibilidad de los ascendientes o descendientes, la 

obligación recae en los hermanos de padre y madre, o bien los 

parientes colaterales hasta dentro del cuarto grado, claro 

está, que la obligación de los hermanos y demás parientes 

colaterales mencionados, de dar alimentos a los menores, 

per111anece hasta que éstos cumplen la mayoria de edad, y por 

lo que hace a los parientes dentro del grado mencionado, la 

obligación de dar alimentos se extiende a los parientes que 

fueren incapaces, lo que pone de manifiesto que por imperio 

de la ley, la obligación de dar alimentos se extiende en un 

abanico muy amplio, porque al Estado le corresponde tutelar 

estos derechos, para salvaguardar la propia existencia 

humana. 
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Los alimentos comprenden, desde luego, la comida, el vestido, 

la habitación y la asistencia en los casos de enfermedad y, 

respecto de los menores, los alimentos comprenden, además, 

los gastos necesarios para la educación primaria del 

alimentista, y para proporcionarle algún oficio, arte o 

profesión honestos y adecuados a su sexo y circunstancias 

personales, por lo que en esta materia, se ha consagrado el 

principio de que la obligación de dar alimentos toma en 

cuenta la capacidad económica de quien los da y la necesidad 

de quien los recibe, y por ello, es lógico comprender que se 

admita la posibilidad de alterar o modificar la sentencia 

definitiva que hubiere resuelto un problema de alimentos, 

porque las circunstancias cambian, es decir, la necesidades 

de recibir alimentos y la capacidad económica de quien los 

da, necesariamente va~1an en al tiempo, de tal suerte que si 

una resoluci6n definitiva, que ha causado ejecutoria, condenó 

al deudor alimentario al pago de una cantidad determinada, 

seria injusto e inequitativo, que prevalecieran los efectos 

de la excepción de cosa juzgada, cuando las necesidades del 

acreedor alimentario hubieren variado considerablemente, pues 

por concepto de alimentos no se puede aceptar que el acreedor 

alimentario reciba una cantidad igual en su infancia, que en 

la adolescencia, hecho que no requiere mayores explicaciones 

ni ejemplos. 
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2.- La patria potestad. 

La patria potestad se ejerce, por el padre y la madre, por el 

abuelo y la abuela paternos, o por el abuelo y la abuela 

maternos, sobre la persona y los-bienes de los hijos, ya sean 

nacidos de matrimonio, o bien, cuando los dos progenitores 

han reconocido al hijo nacido fuera de matrimonio y viven 

juntos, ambos ejercen la patria potestad, por lo que a las 

personas que tienen al hijo bajo su patria potestad, incumbe 

la obligación de educarlo convenientemente, en tanto que los 

hijos, cualesquiera que sea su estado, edad y condición, 

deben honrar y respetar a sus padres y demás ascendientes, 

pero el caso es que la patria potestad, está sujeta a una 

serie de eventualidades, cuyo rasgo distintivo es la 

mutabilidad y, excepcionalmente tienen el carácter de 

definitivo, razones por las cuales, en estos supuestos, es 

posible variar cualquier resolución o sentencia firme, cuando 

cambien las circunstancias que dieron origen a la 

terminación, a la pérdida o a la suspensión de la patria 

potestad, y en apoyo de lo anterior me permito comentar lo 

siguiente: 

2.1¡.- Terminación de.la patria potestad. 

En efecto, la patria potestad se acaba: 

- con la muerte del que la ejerce, si no hay otra persona en 
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quien recaiga. 

- con la emancipaci6n, derivada del matrimonio. 

- o porque el hijo adquiera la mayoría de edad<O. 

2.2).- Pérdida de la patria potestad. 

La patria potestad se pierde: 

- Cuando el que la ejerza es condenado expresamente a la 

pérdida de ese derecho, o cuando es condenado dos o más veces 

por delitos graves<S>. 

Debe destacarse que esta causal contempla dos hip6tesis 

distintas. En cuanto a la segunda, que es realmente la que 

nos interesa resaltar, consideramos que aún la "condena 

expresa", que desda luego, se refiere a una sentencia firme, 

no goza de los efectos trascendentales de la cosa juzgada, ya 

que por imperio del segundo párrafo del articulo 94 del 

C6digo de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal que 

ya se transcribi6, las resoluciones judiciales firmes 

dictadas en los negocios relacionados con la patria potestad, 

pueden alterarse y modificarse cuando cambien las 

circunstancias que afecten el ejercicio de la acción que se 

dedujo en el juicio correspondiente, y por lo tanto, aquí 

(4)Artfculo 443 del Código Civil para el Ofstrlto Federal). 
(5)Artfculo 444 fraccfón 1 del Código cfvll para el Distrito Federal). 
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encontramos un conflicto de normas, entre lo dispuesto en el 

articulo 94 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal, respecto de lo dispuesto en la. fracción 

del articulo 444 del Código civil para el Distrito Federal, y 

al respecto, consideramos que debe prevalecer el principio 

que contempla el primero de los numerales invocados. 

- En los casos de di vorcioc•>, se debe tener presente que el 

juez, en la sentencia, gozará de la más amplias facultades 

para resolver todo lo relativo a los derechos y obligaciones 

inherentes a la patria potestad, su pérdida, suspensión o 

limitación, segfin sea el caso, habida cuenta de que inclusive 

el juez, puede llamar al ejercicio de la patria potestad a 

quien legalmente tenga derecho a ello, o inclusive designar 

tutor. 

Esta hipótesis confirma que el bien jur1dico protegido en los 

casos relativos a la patria potestad, es la familia, su 

permanencia e integración, cuya tutela corresponde al Estado, 

y como ese bien jur1dico está sujeto a eventualidades propias 

del desarrollo de la familia, es por lo que cualquier 

resolución firme en relación con el ejercicio, pérdida o 

suspensión de la patria potestad, puede alterarse o 

modificarse cuando cambien las circunstancias que sirvieron 

de base al juicio correspondiente, 

(6) Artfculo 444 fracción 11 del Código Civil para el D.F. 
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- cuando por las costumbres depravadas de los padres, malos 

tratamientos o abandono de sus deberes, pudiere comprometerse 

la salud, la seguridad o la moralidad de los hijos, atln 

cuando estos hechos no cayeren bajo la sanción de la ley 

penalm. 

Esta hipótesis tiene que ser medida en sus alcances, porque 

el avance de las ciencias médicas en la actualidad, mediante 

los tratamientos adecuados, han permitido, excepcionalmente, 

a muchos padres reivindicarse con su familia, dejando atrás 

problemas de alcoholismo, drogadicción, etc. -tan solo por 

citar los ejemplos más comunes- y serla injusto pensar que se 

les privara a los padres de una segunda oportunidad para 

ejercer la patria potestad, pero siempre y cuando, el juez 

del conocimiento analice en forma minuciosa el caso. 

- Por la exposición que el padre o la madre hicieren de sus 

hijos, o porque los dejen abandonados por más de seis· meses. 

(8) 

2.J.- suspensión de la patria potestad. 

La patria potestad se suspende: 

- Por incapacidad declarada judicialmente C9J. 

(7) Artfculo 444 fracción lll del tódlgo Civil para el D,f,). 
(8) Artfculo 444 fracción IV del Código Civil para el Distrito Federal). 
(9) Artfculo 447 fracción 1 del Código civil para el D.F.) 
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En este caso la ley no distingue si se trata de una 

incapacidad temporal o permanente, y si imaginamos una 

incapacidad temporal, también serla injusto pensar que una 

vez desaparecida la causa de incapacidad flsica o mental, se 

les privara a los padres de una segunda oportunidad para 

pedir la revisión de la sentencia que los hubiere condenado a 

la suspensión del ejercicio de la patria potestad, y por 

tanto una resolución firme, a propósito de una causa de 

suspensión del ejercicio de ese derecho, por incapacidad 

declarada judicialmente, por definición e imperio de la ley, 

puede ser motivo de una modificación, cuando las 

circunstancias hubieren variado o haya cesado la causa de 

incapacidad. 

- Por la ausencia declarada en forma 110>. 

Al respecto el propio procedimiento de declaración de 

ausencia o presunción de muerte prevé la posibilidad de 

dejarlo sin efectos, cuando la persona regrese al lugar de su 

residencia ordinaria, y por lo mismo una resolución firme que 

suspenda, por este motivo, el ejercicio de la patria 

potestad, puede alterarse o modificarse cuando se declare 

ineficaz el procedimiento respectivo. 

(10) Artfculo 447 fracción 11 del Código Civil para l!l D.f,) 
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- o por sentencia condenatoria que imponga como pena esta 

suspensión <11>. 

3.- La incapacidad jurídica de la persona (interdicción). 

El estado de incapacidad civil en que se encuentra una 

persona, ya sea por su edad o por enfermedad mental, es desde 

luego una causa por la cual la sentencia firme dictada en 

negocios relacionados con el estado de interdicción, puede 

alterarse o modificarse, ya que son nulos todos la actos de 

administración ejecutados y los contratos celebrados por los 

incapacitados, sin la autorización del tutor, en la 

inteligencia de que al administrar el caudal de los 

incapacitados, como lo ordena la fracción IV del articulo 537 

del Código Civil para el Distrito Federal, el pupilo será 

consultado para los actos importantes de la administración 

cuando es capaz de discernimiento y mayor de dieciseis años y 

de igual manera san nulos los actos de administración <12) y 

los contratos celebrados por los menores emancipados, ya que 

éstos en tanto no alcancen la mayoría de edad, si bien tienen 

la libre administración de sus bienes, requieren de 

autorización judicial para la enajenación, gravamen o 

hipoteca de los bienes rafees y además requieren de un tutor 

para negocios judiciales, nulidad que puede ser alegada, ya 
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sea como acción o como excepción, por el mismo incapacitado o 

por sus legitimas representantes. 

4.- La jurisdicción voluntaria. 

La jurisdicción voluntaria comprende todos los actos en que, 

por disposición de la ley o por solicitud de los interesados, 

se requiere la intervención del juez, sin que esté promovida 

ni se promueva cuestión alguna entre partes determinadas m>, 

y en este tipo de trámites, la ley establece que se oirá al 

Ministerio Pfiblico, cuando la solicitud promovida afecte los 

intereses püblicos, cuando se refiera a la persona o bienes 

de menores o incapacitados, cuando tenga relación con los 

derechos o bienes de un ausente y, en general, cuando asi lo 

dispusieren las leyes. 

Por otra parte existe lo que se conoce como Jurisdicción 

Contenciosa, la cual se deriva, en el caso de que a la 

solicitud presentada se opusiere parte legitima, entonces, 

por imperio de la ley, el negocio se 'continuará conforme al 

procedimiento contencioso, de acuerdo con la naturaleza del 

asunto. 

De lo anterior se concluye que la resolución de jurisdicción 

voluntaria, por si, no produce el efecto y trascendencia de 

la cosa juzgada, en tanto que una controversia 

jurisdiccional, por regla general, al ser resuelta en 

(13) Artfculo 893 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal), 
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definitiva, lleva consigo la calidad de la cosa juzgada que, 

como se ha comentado, es un término que debe medirse en sus 

alcances, y en apoyo de lo anterior, basta remitirnos a las 

ejecutorias de la Suprema corte de Justicia de la Nación, de 

las que claramente se desprende que el propio juez tiene la 

facultad inclusive de revocar las decisiones que hubiere 

dictado en jurisdicción voluntaria, toda vez que la base 

sobre la que descansan es la conformidad, y cuando algún 

elemento perturbe la misma, es de estimarse que la autoridad 

y fuerza de la cosa juzgada contenida en una sentencia, no 

tiene el carActer de definitiva y por lo mismo, los casos de 

jurisdicción voluntaria pueden alterarse o modificarse en la 

medida en que cambien las circunstancias que fueron el 

fundamento de la resolución <14>. 



s.- El fundamento general de la modificación de las 
resoluciones firmes. 

''· 

Independientemente de los supuestos espec1f leos en comento, 

que permiten la alteración o modificación de las resoluciones 

firmes, en función del cambio de circunstancias, el caso es 

que, el propio articulo 94 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal, desde luego, de aplicación 

supletoria al Código de Comercio, contempla una última 

hipótesis adicional que nos lleva a la conclusión de que los 

supuestos específicos ya comentados, están enumerados de 

manera enunciativa y no limitativa, pues el texto del 

articulo en cita, establece que las resoluciones judiciales 

firmes pueden alterarse y modificarse, cuando cambien las 

circunstancias "en los demás casos que prevengan las leyes", 

lo que denota que el legislador quiso prever algún supuesto 

normativo no mencionado en ese precepto, y al mismo tiempo 

advirtió que la propia ley, puede contemplar o crear otros 

casos en los que se permita la alteración o modificación de 

las resoluciones firmes, en atención al cambio de 

circunstancias, y aún cuando pudiera pensarse. que sólo los 

supuestos prevenidos por la ley llegaran a ser el único 

fundamento que permita la revisión, alteración o mcdificación 

de las sentencias firmes, no debe perderse de vista que la 

incorporación de la teor1a de la imprevisión (Cláusula "Rebus 

Sic Stantibus") como parte de nuestro derecho positivo, por 
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s1 misma, permite la modificación o alteración de una 

resolución firme, en cualquier materia, y al respecto, toda 

opinión en contrario, atentaria contra el principio de 

supremac1a del orden constitucional que consagra el articulo 

133 de la Constitución Politica de los Estados Unidos 

Mexicanos, -cuestión sobre la que volveremos más adelante- y 

por otra parte, también debe desecharse cualquier opinión, a 

virtud de la cual, se pretendiera decir quo el caso que nos 

ocupa, es un problema de defecto en la redacción de la ley o 

de falta de técnica legislativa en su redacción, porque la 

letra del articulo en comento, es muy clara y donde la ley no 

distingue, no debemos distinguir ctSJ. 
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II.- LA INTERPRETACION DEL ARTICULO 531 DEL CODIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

El problema que nos ocupa tiene muchas aristas y, prueba de 

ello es la antinormatividad que existe en lo preceptuado por 

el articulo 531 del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal, ya que por una parte ese numeral -en 

corroboración de lo que hemos sostenido a propósito de la 

posibilidad legal que existe de modificar una resolución 

firme-, enuncia las excepciones que pueden oponerse contra la 

ejecución de una sentencia firme y de un convenio judicial, y 

por otra parte, sefiala que no proceden dichas excepciones, 

cuando la ejecución se funde en sentencia ejecutoria o en un 

convenio judicial, por lo que debe estimarse que la redacción 

de este articulo, no sólo entraña la antinormatividad 

mencionada, sino que su propia redacción es contradictoria, 

por lo que me permito transcribir el mismo para mejor 

comprensión: 

"Articulo 531. - contra la ejecución de las 
sentencias y convenios judici111les no se 
admitirá más excepción que la de pago, si la 
ejecución se pide dentro de ciento ochenta 
dias; si ha pasado este término, pero no más de 
un año, se admitirán, además, las de 
transacción, compensación y compromiso en 
árbitros; y transcurrido más de un año serGn 
admisibles también las de novación, la espera, 
la quita, el pacto de no pedir y cualquier otro 
arreglo que modifique la obligación, y la 
falsedad del instrumento, siempre que la 
ejecuci6n no se pida en virtud de ejecutoria o 
convenio constante en autos. Todas estas 



excepciones, sin comprender la de falsedad, 
deberán ser posteriores a la sentencia, 
convenio o juicio y constar por instrumento 
público o por documento privado judicialmente 
reconocido o por confesión judicial. Se 
substanciarán estas excepciones en forma de 
incidente, con suspensión de la ejecución, sin 
proceder ésta cuando se promueva en la demanda 
respectiva el reconocimiento o la confesión". 

25. 

No cabe la menor duda de que la redacción de este precepto se 

contradice, pero debe prevalecer -a nuestro juicio- la 

intención del legislador, esto es, el hecho de que aún la 

resolución firme admite las excepciones que dicho precepto 

contempla, pues nadie puede negar, que las partes pueden 

renunciar a los derechos obtenidos por una sentencia, e 

incluso convenir en dejar sin efectos algunos de sus puntos 

resolutivos, o consideraciones, de donde se concluye que, 

mientras esa voluntad no viole el orden público, la 

resolución firme, implícitamente será modificada por 

cualquier circunstancia superveniente, prevista o nó, por las 

partes. 

En sintesis, son varias las normas jurídicas que 

impl1citarnente consagran la posibilidad de modificar o 

alterar una resolución firme, cu anda cambian las ~ 

circunstancias, y sin duda alguna, ellas son el fundamento 

para considerar que.la teorla de la imprevisión, expresada en 

lo que se conoce como la cláusula "Rebus Sic Stantibus 11
, 

forma parte de nuestro derecho positivo vigente, pero además, 

como la mencionada cláusula está contenida en el articulo 62 
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de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, y 

México ratificó dicha Convención mediante Decreto de fecha 29 

de octubre de 1964, consencuentemente, de conformidad con lo 

ordenado por el articulo lJJ de la Constitución Politica de 

los Estados Unidos Mexicanos, la Convención de Viena sobre el 

Derecho de los Tratados, se ha convertido en Ley suprema de 

toda la Unión, y los jueces de cada Estado deberán aplicarla, 

a pesar de las disposiciones en contrario, que pueda haber en 

sus ordenamientos, incluso constitucionales, y con mayor 

razón debe aplicarse a pesar de las contradicciones que 

existan en las propias leyes secundarias, porque desde el 

punto de vista técnico-jurídico, la mencionada cláusula es 

ley fundamental, siendo evidente que se impone la necesidad 

de desmenuzar el concepto de la supremacia del orden 

constitucional. 



CAPITULO DOS 

LA SUPREMACIA DEL ORDEN CONSTITUCIONAL 

I.- LA INTERPRETACION DEL ARTICULO lJJ CONSTITUCIONAL. 

1.- La doctrina francesa. 

2.- La doctrina norteamericana 

3.- La opinión de Hans Kelsen. 

3.1.- El orden jur1dico y su graduación. 

J.2.- El orden jurldico como serie de actos 
creadores. 

3.3.- El significado de la norma fundamental. 

3.4.- La Constitución y la graduación del orden 
jurldico, 

3.5.- La jurisdicción. 

3.6.- La voluntad de las partes como negocio 
jurldico y acto de ejecución. 

3.7.- El conflicto entre normas jurldicas. 
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CAPITULO DOS 

LA SUPREMACIA DEL ORDEN CONSTITUCIONAL 

I,- LA INTERPRETACION DEL ARTICULO 133 CONSTITUCIONAL. 

El articulo 133 de la Constitución Politica de los Estados 

Unidos Mexicanos (16> consagra el principio de la supremacia 

constitucional, a virtud del cual se dispone que, la 

Constitución es la ley suprema, es decir, la norma que se 

encuentra en la cüspide de todo el orden juridico positivo, 

es -al decir de Jorge carpizo-, "el alma y la savia que nutre 

y vivifica el derecho" cm. 

El principio de supremacia constitucional y el del control de 

la constitucionalidad de las leyes y actos, son 

complementarios. Este ültimo se sostiene en el primero. Pero 

ambos responden a la histórica y presente lucha del hombre 

por alcanzar la justicia, la libertad y la seguridad 

juridica. Por lo que hace al principio del control de la 

constitucionalidad de las leyes y actos, no nos detendremos 

fJ:!!º l~se:grl:ac~td: ~~~~rel~c~~r~i ~· c!áa ª~~lsJ: :o~ua~:fc'ee;tf:,ec:~l~t;ont!i~lt~::1~á 
clar-nte definida entre l.l"IOS qJe quieren que el rrecepto contituclonal permanezca y Otros que 
desean su de•:,artc{6n, y dlffcflmente puede haber aná isls objetivos, cuando cada tn0 de esos grupos 

:!' ~~~~est8ra~a~J.~:ª1';.~~~~~t~~s e~rga~rc~ºl~ d1e3~ ºi~St!i':C1~ar:n de.;:!e f~~ ':futl~~erd~li':! 
~{ presentamos) 1 

<17> Carpfzo, Jorge. "Estu:llos Constitucionales". Universidad Mac:ional Autónoma de Héxlco, Héxlco, 
1980, p. 13). 
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en su análisis, porque no es el terna que nos ocupa, pero 

basta decir, que éste tiene un vinculo estrecho con los 

antecedentes y evolución del juicio de amparo en nuestro 

pals. 

Ahora bien, el estudio del articulo 133 Constitucional, 

impone cuestionarnos sobre lo siguiente: ¿Es esencial que 

este principio se encuentre consignado en la Constitución o, 

aunque no estuviera escrito, de todos modos existiria? ¿Se 

establece supremacia del derecho federal sobre el local o es 

un problema de competencia? ¿cu.u es la jerarquia de las 

normas en nuestro orden juridico positivo? ¿Los tratados 

internacionales son también norma fundamental o nó? ¿Si 

existe divergencia entre un tratado y el derecho interno, 

cuál debemos aplicar? ¿Pueden los jueces locales examinar la 

constitucionalidad de leyes y actos? ¿Las autoridades 

judiciales o administrativas deben aplicar las leyes, aan 

cuando éstas sean inconstitucionales? 

No es nuestra intención responder con toda amplitud a estas 

interrogantes. Tan solo. se apuntan, porque los estudiosos 

sobre esta materia han analizado el mencionado precepto 

constitucional desde muchos puntos de vista, y tan es asi, 

que se han dado a la tarea de tratar de resol ver estas 

interrogantes, aportando datos sobre su evolución histórica y 
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sobre las tendencias que se ha suscitado al respecto en 

diversos paises, como Francia, en los Estados Unidos de 

Norteamérica, y en nuestro propio país ns>. 

Sin embargo, lo que realmente nos interesa, a propósito del 

principio de la supremac!.a constitucional, es resolver el 

problema técnico-juridico que representa la aplicación de los 

tratados internacionales como parte de nuestro derecho 

positivo, y si éstos deben considerarse aplicables a las 

relaciones contractuales o negocios jurídicos, como parte 

integrante de nuestro sistema de normas juridicas, en la 

inteligencia de que lo anterior, resulta importante para 

poder decidir si la teor!.a de la imprevisión (Cláusula !•Rebus 

Sic stantibus"), puede servir o nó, como fundamento para 

poder alterar o modificar las resoluciones judiciales firmes, 

no sólo en los casos de alimentos, ejercicio y suspensión de 

la patria potestad, interdicción, y jurisdicción voluntaria, 

que la ley prevé, y que ya analizamos con antelación, sino en 

todos aquellos casos, no previstos expresamente por la ley, 

pero en los que exista, un cambio fundamental de las 

circunstancias, que permitirian, finalmente, modificar el 

principio de la inmutabilidad de la cosa juzgada. 

(18) Carpl10, Jorge. op. cit. pp. 13·41). 
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El articulo 133 constitucional establece textualmente lo 

siguiente: 

"Art. 133. - Esta Constitución, las leyes del 
Congreso de la Unión que emanen de ella y todos 
los Tratados que estén de acuerdo con la misma, 
celebrados y que se celebren por el Presidente 
de la República, con aprobación del Senado, 
serán la ley suprema de toda la Unión. Los 
jueces de cada Estado se arreglarán a dicha 
Constitución, leyes y tratados, a pesar de las 
disposiciones en contrario que pueda haber en 
las Constituciones o leyes de los Estados. 11 

¿Es esencial que este principio se encuentre consagrado en la 

Constitución, o aunque no estuviera escrito, de .todos modos 

existiria? En respuesta a lo anterior, salvo algunas 

respetables opiniones, como la de Tena Ramírez <19), debemos 

decir que el principio de la supremacia constitucional existe 

aunque una constitución escrita no lo establezca, ya que no 

podemos pasar por alto que la constitución (norma 

fundamental) , se diferencia de la ley, y en su verdadera 

esencia entraña un i.ntimo vinculo con el poder c20J. 

~~Jg~~up~=~e~~e~:. ef~f¿~~~=. dck s~~r~;f~e c~~~~~~~¡~n~\g~~s d~e¡:s~~~t~~~l~n e~5~~ 
pens111lento de Tena Ramfrez, encontramos una Idea que apunta, desde las primeras páginas de su obra, 
en el :u:ntldo de que la stbcranra radic.1 en la Constftuci6n. (Tena Ramfret, feli~. "Derecho 

=!~!~l C:e:~:~~· r!~~r~:~n:f~~~ff ::·:( :::J!3er~96s3(grflf l~~Jo Jelc~~n~:~~o 1 ~!e~~b:~!~~:'1 q~ 
conugra rueatra Constitución en su articulo 39, en el que dispar.e que ésta resido esencial y 

~6~ª~'r~t;::~\~: ~~~\~·. ~; ~j~~;~a~et~ 8s~~;:¡;r:s c~s¡~~~1~~~eln~!gt~ed:e~n;~~~~!~ 
orden jurfdlco, ta supremacía constitucional se refiere a lrlO de los varios conceptos que el pueblo 
asienta en la real fzaclón de su derecho) 

(20) Rudolf Rocker sostiene que el poder actúa sl~re destructivamente, pues sus representantes 
eet6n sferrpre dispuestos a encajar por tuerta todos los fenómenos de la vida sociol en el cinturón de 
sus leyes, y a reducirlos a una determinada norma. Su forma espiritual de eii:preslón es un dogma 
muerto; au manifestación ffsic11 de vida es la violencia brutal. Lo ausencia de espfrltu en sus 
asplract.ones, l~ri:ne a la persona de su representante su sello y lo vuelve paulatinamente Inferior y 

~~~!i ~'::~ ~~~ta~~e~~ur~ef!• r~~~:;jo;e;ld~~~ Ns
8
ótJo 

0~~8 ~~t,~a~5Pvt¡a~~~ vRg~k:~~R~t1~ 
"Nacionalismo V Cultura". Edltorlnl CaJica. Pucbla·Buenos Aires, 1949, p.97) 1 
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es decir, con los factores reales de poder, que son 

fragmentos de la Constitución, y que rigen el seno de la 

sociedad c21>, pero precisamente, como el poder corrompe y el 

poder absoluto corrompe absolutamente, consideramos que el 

principio de la supremacla constitucional, es conveniente que 

se consigne en la ley suprema, para evitar confusiones, en 

favor de la precisión de la norma de normas, y sobre todo, en 

atención al respeto de los derechos públicos subjetivos del 

gobernado (garantias individuales) que constituyen una esfera 

inmune, que como minimo, el Estado está obligado a 

respetarle, cuando emite un acto de autoridad y que también 

deben estar consignados en la norma fundamental. 

1.- La doctrina francesa. 

como ya se dijo, el principio de la supremacía constitucional 

es la mejor seguridad de que los derechos públicos subjetivos 

serán respetados por los gobernantes, pues la norma 

fundamental no sólo obliga al legislador a respetarla, sino 

que además, en cierta medida, le prohibe legislar sobre 

determinadas materias o contenido de las normas, y en 

ocasiones, incluso, le indica con toda precisión, hasta donde 

puede llegar el contenido de las normas a producirse. 

(21) lesalle, fernardo. "1.Cué es una Constitución?º EditorfDl Ariel. México, 1976) 
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Una opinión que difícilmente se puede debatir, es la de 

Fernando Lasa lle cm, quien identifica a la constitución con 

los factores reales de poder, lo que viene a confirmar que la 

regulación de la conducta en la sociedad, sea de individuos o 

de grupos, se aborda de dos maneras: mediante el empleo de la 

fuerza y mediante el establecimiento de normas y valores, que 

los miembros de la sociedad pueden aceptar más o menos 

completamente como "reglas de conducta" obligatorias, y de 

éstas Gltimas, se deduce que el derecho, ciertamente, es un 

instrumento de control social cm. 

Georges Burdeau, por ejemplo; estima que el principio de la 

supremacía de la Constitución estriba en que los órganos 

gubernativos, sólo pueden actuar dentro del ámbito que la 

constitución les sellala. Todo orden juridico -sostiene el 

autor- está condicionado por la Constitución, que es su 

corazón y su sistema nervioso, la parte medular del régimen 

que vivifica a todas las demás normas· y les da su validez y 

les otorga la razón misma de su existencia. En la doctrina 

francesa, sin duda alguna, Bordea u planteó con una finura 

incomparable la cuestión relativa a la naturaleza o 

caracteres de la supremacía de la constitución cm. 
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Si se quieren obtener conceptos generales, la supremacia de 

la Constitución debe analizarse, lo mismo para las partes no 

escritas y fle>eibles, como para las escritas y rigidas. De 

esta proposición deduce Bordeau, que la supremacia es de una 

doble especie, material o substancial y formal . 

. El enfoque material es el aspecto fundamental, pues se 

refiere a la esencia de lo constitucional, a la razón 

profunda de su supremacia y a la consecuente función que le 

compete en las colectividades humanas: todo el orden jurldico 

descansa sobre ella, las formas de la actividad politica 

\:aman de ella, y sólo de ella, su legitimidad <25>. 

La Constitución es la norma que organiza los poderes y 

determina las competencias, por lo que necesariamente es 

superior a las autoridades investidas, por ella, de 

atribuciones. De estas ideas afirma Bordeau, fluye como 

consecuencia, el que la supremacía material es un 

reforzamiento del principio de legalidad, pues si los actos 

contrarios a las leyes son illci tos, con mayor razón lo son 

los que contradicen la constitución. Por otra parte, si la 

CZ5> Duverger sostiene que el poder propiamente dicho, es sl~re más o menos considerado como 
•tcgftlmo 11 , o dicho dt' otro modo, se encuentra natural et hecho de obedecer, Por el c:ontreriol ..,,. 
ah11ple doailnacfón di! hecho ep.:irece sótamente como el resultado de la illlpOtenc:la para reslst r su 
presión. Se obedece porque materialmente no se- puede hacer otra cosa. Se obedece ta:rblén el poder, 

m~~~· .t'~r ": r:. ~~e~i~i~s ~~tC:reid~~~n~~;re d~5 1!~~!:Íón~Cf~ 1 ~;ta~f1 ¡~ 
r.iatertal V de la vlnculad6n a lrl moddo estructural._ es esta l~itimidad, Los das fenómenos están 
evidentemente ligados, pues la esrabilfdad. la duración y l4 vinculación a ll'l modelo estructural, 
engendran el sentimiento de legitimidad, '?Je sfeirpre está vinculado a 1.1'1 sistema de valores. (Véase: 
Dwerger, Haurlce, 11Sociologfa Polftlca0 • Editorial Ariel, Colrcción Demos, pp. 28·29>. 
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Constitución es la fuente de las competencias, ninguna, 

autoridad puede delegar la que le fue asignada, porque sólo 

se puede delegar aquéllo de lo que podemos disponer. 

La supremacia formal es el resultado de la condición escrita 

y de la rigidez de las constituciones. Este aspecto de la 

supremacia, depende de una decisión originaria del pueblo o 

de la Asamblea Constituyente, a diferencia del aspecto 

material, que deriva de la naturaleza intrinseca de las 

normas. 

Si la Constitución es la suma de los principios politices y 

juridicos fundamentales, que rigen y que son vividos por la 

comunidad, entonces, como dice Bordeau, es por su naturaleza 

un ordenamiento supremo (26). 

El principio de la f!Upremacia formal no es diferente al 

material, sino que el primero viene a.reforzar y a sancionar 

al segundo. Pero desde luego, que lo primordial, es el 

concepto de supremacia material que necesariamente existe en 

todo orden juridico, no as1 la supremacia formal, que sólo se 

haya en las constituciones escritas y rigidas. 

(26) Loewenstein, Carl. "Teorfa de la Constitución". E1pal\a. Editorial Arlel, 1976, pp. 32 y 33) 
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Maurice Duverger, por su parte, fija su atención en el 

aspecto formal de la supremac1a constitucional, al af irrnar 

que este principio se basa en la idea de que la constitución 

escrita sólo puede ser reformada por un procedimiento 

especial y no por el que son reformadas las normas de la 

legislación ordinaria. Ahora bien, Duverger afirma que las 

constituciones escritas, que contienen la idea de supremacia 

constitucional, limitan a los gobernantes mediante dos 

principios: uno de ellos es que éstos tienen que adecuar sus 

actos a la constitución y, por otra parte, que si la violan, 

existe un órgano y un procedimiento que puede declarar la 

inexistencia juridica de este acto. Esta regla obedece al 

concepto del control de la constitucionalidad de leyes y 

actos <m. 

El principio de Guprernac1a constitucional encierra dos 

nociones: la idea de legalidad y la estabilidad jur1dica. La 

legalidad entendida a la manera de Kelsen, en el sentido de 

que ningün acto es vAlido si no encuentra apoyo y sosten en 

el cOdigo supremo y la estabilidad juridica, estriba en que 

la norma de normas es la unidad del orden y absolutamente 

ningün acto puede ir en contra de ella, a menos que el pueblo 

decida cambiar el orden que caduca, por una nueva idea del 

mismo que satisfaga mejor sus aspiraciones y sus necesidades. 

(27) Duverger, Mlurlce. "'lnstftucloncs Polftfcas y Derecho Constitucional". Barcelona, 1961, p. 225. 
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2.- La doctrina norteamericana. 

La Constitución fue un triunfo de los federalistas sobre la 

creencia de una soberanía plena de los Estados. Parece 

indudable que en los afias finales del siglo XVIII -escribe 

Mario de la Cueva-cm, las entidades federativas mantenían la 

convicción de que eran estados unidos bajo una Constitución. 

De ahi que la cláusula de la supremacia del derecho federal 

encontrara una fuerte oposición, de manera tal que, en esta 

teoria norteamericana, el problema de la interpretación del 

principio de la supremacia constitucional, se inclina por 

resolver el problema de la supremacia del derecho federal 

sobre el local, y el problema de la competencia, que esto 

acarrea, enfoque que no llama nuestra atención, por el 

objetivo que buscarnos, pero no deja de ser interesante 

reconocer que, alrededor de esta teoria, nuestro texto 

constitucional tornó muchas de las ideas y de las 

instituciones norteamericanas, que vinieron a dar forma y 

contenido a nuestra Constitución, aunque muchas veces, corno 

producto de traducciones no del todo afortunadas. 

En el Federalista, Harnil ton defendió la necesidad de esa 

cláusula y se propuso precisar el significado del término 

"suprema ley del pais": toda ley supone su suprernacia, porque 

(28) De l• Cueva, Mario. "Teorfo do la Constitución ... Editorial Porrüa, S.A., 1982, p. 98) 
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es una regla de conducta que están obligados a observar todos 

aquellos a quienes se dirige. De la misma manera, si cierto 

n!imero de sociedades entran en una sociedad poll ti ca mayor, 

las leyes que ésta promulgue conforme a los poderes que le 

encomiende su constitución, deben ser supremas para esas 

sociedades y para sus miembros, pues si no fuese as!, la 

Constitución seria un mero tratado desprovisto de 

obligatoriedad, en lugar de ser la base de un gobierno. Por 

lo tanto, la Constitución y las leyes del Congreso conformes 

con sus poderes, son necesariamente supremas respecto de las 

leyes de las sociedades menores 1m. 

La doctrina de Hamilton descansa en un presupuesto 

fundamental: el control de la constitucionalidad de las leyes 

por el Poder Judicial, ya que sin él, la cláusula de 

supremacía habria permitido la omnipotencia y la usurpación 

efectuada por el congreso Federal. 

En realidad, para penetrar en el estudio de la naturaleza del 

estado federal norteamericano -que no es nuestra intenci6n­

nos ha de ayudar la consideración, primero de las 

circunstancias históricas que a veces acompañaron a su 

formación, y 

especulativos y 

luego, el estudio de 

racionales con que los 

los fundamentos 

autores tratan de 
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explicar su naturaleza jurídica. En este sentido ha sido muy 

explicito uno de los mayores conocedores del sistema 

nortea.mericano, James Bryce, quien nos dice: 11 la aceptación 

de la Constitución de 1789, hizo del pueblo americano una 

nación. Lo que hasta entonces hab!a sido sólo una liga de 

estados, se transformó por el establecimiento de un gobierno 

nacional, con autoridad directa sobre todos los ciudadanos, 

en estado federal" CJOJ. Al hablar. de aceptación se refiere a 

la campaña realizada por los famosos publicistas James 

Madison, John Jay y Alejandro Hamilton, en el Periódico "El 

Federalista", publicado en Nueva York, para lograr que la 

ciudadanía del naciente estado, aceptara el nuevo sistema 

proclamado en riladelfia el afio de 1787 Cl1>. 

En s!ntesis, la doctrina norteamericana concuerda en que en 

su sistema prevalece la legislación federal sobre la local y 

sobre este esquema, se analiza el principio de la supremacía 

de la Constitución. 

J.- La opinión de Hans Kelsen. 

J.1.- El orden jurídico y su graduación. 

Kelsen, en su Teoría Pura del Derecho cJ2J, concibe al derecho 

como Orden, es decir al Orden como Orden Jurídico, y al Orden 

!~tiª{~mati:::tca~n.Rm~~1~i "::xt~Hé~TJ~~cSat~f~~rl)r Daniel Horeno en su libro "Derecho 

C31> Madfsoo, Jay, Hemflton. "El Federalfstau, fondo de Cultura Económico, Hbfco) 

(32) t:el1en, Hans. "Teorl• General del Estado". Edltorfol Labor, S.A. Barcelona, España. 1970) 
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jurldico como sistema de Normas Jurldicas y se pregunta: ¿Qué 

es lo que funda la unidad de una pluralidad de normas 

juridicas? La respuesta que el autor da a esta interrogante, 

es que existe unidad en la pluralidad de normas juridicas, 

cuando su validez puede ser atribuida a una norma jurldica 

como fundamento último, que no es otra cosa que la Norma 

. Fundamental. 

3.2).- El orden juridico como serie de actos creadores. 

Pero también el orden juridico no solo es un sistema de 

normas juridicas, sino que además entraHa una serie de actos 

creadores, y por ello, Kelsen sostiene que las normas 

juridicas, no valen en virtud de su contenido, ya que 

cualquier contenido puede llegar a ser derecho, pues no hay 

conducta humana que como tal, esté excluida de convertirse en 

contenido de una norma juridica, y la validez de esta norma 

no puede ser cuestionada, porque su contenido no corresponde 

a un determinado valor material o moral, pues una norma vale, 

como norma juridica, por las siguientes razones: 

- Porque fue dictada en una forma bien determinada. 

Porque fue producida de acuerdo a una regla también 

determinada y 
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- Porque fue establecida según un método especifico. 

En estas características que distinguen la validez de una 

norma jurídica, el autor encuentra la diferencia entre el 

derecho positivo y el derecho natural mi destacándose que 

éste último precisamente carece de esas características. 

En consecuencia, la norma fundamental de un orden juridico 

positivo, es la regla básica de acuerdo con la cual son 

producidas las normas del orden jurídico, e incluso podemos 

decir que es el punto de partida de un procedimiento. 

Asimismo, se destaca que de esta norma fundamental no se 

pueden deducir lógicamente las normas singulares del sistema 

jurídico, ya que éstas tienen que ser producidas por un acto 

especial de institución, qu~ no es un acto intelectual sino 

un acto de voluntad, resultado de lo siguiente: 

' (ll) Por razón dt su objeto se hacen del derecho varias clasiffc1cfones más o menos clentrffc11 y más 
o llltnCS eJCacus• pero anitfendo hablar de todas ellas por creerlo irrpertlnente sólo diremos que 
ciertamente ta d'tvtsfón alis fl.n1alnental y ta primera que salta a la vlata es la del dertcho natural y 
•l derecho posftt\IO, SI la noción de derecho la concebimos con sólo consultar a la conciencia, y por 

:J~ s~fff!': :- t;t~,~~~~~0 po~~osy 'lo el~1~~·z~~et1dhe~,.j~:a~~s p~1~i~i~!s,to .~~t~t.!~ 
~:~~~='~··~. '~ª\C::':,;~, ': nir:it~~:elcf!i~~ ~ d~~~~ ~~ g~n~~!~~ó~º~u:c~~ 
f~1~1t~~ ~'fP~=1mJen~o e,,t am615a 119~1°:;tfln ~1e \~ ~:~hJeª{c~~n,º elt d~~h~1 ~~en!: ~onra~ 
arbitraria, lde&:Sa por tos honbres para el mJor estado social, sino un principio de razón, y, f:1" to 

:.:~~º •;:f~~!f· ~. ~';.!:t~11~. ":1~~~~:1,'uccl-,~~ntrni:a~re nat::;r~:::.r~nr~ ;:tu~!l:i~~~! 
aparrcerfa con tal claridad a rvJestro entendimiento, q.Je aerfa Jítfcil ponerla en duda. Pero et caso 
es ~ el hocrt>re es un ser contingente y que ~ además encontrarse en ciertas circi..nstancfas 
accidentales distintas y particulares, que Influyan en su conducta y que por to mismo, ha¡an 
necesartls ciertas reglas. Surge entonces el derecho posftiYo, que reclama el combfo de as 
circunstancias y por lo tanto, surge en contraposlcfón del derecho natural, y sin entrar en grandes 
dlsqufsfcf()f',Q al respecto, el caso es que ta Teorfa Pura del Derecho de ICelsen encuentra en las 
caracterfatfcu de la norma Jurfdlca, ya apuitadas, su distinción con el derecho natural. <Véase 
Blanco Constans, froncf&co. 11Es.tudlos Elementales de Derecho Htrcantll". Editorial Rcus, S.A., Hlldrld 
1936, Tomo 1, pp. 60·8f) 
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- De la costumbre. 

- De un Procedimiento de Legislación. 

- De Actos de Jurisdicción concretos (sentencias) • 

- De Negocios Juridicos en las Normas Individuales. 

En términos generales, podemos decir que el conocimiento del 

orden juridico est~ basado en una constitución, pues ha de 

valer como norma aquéllo que el primer órgano constituyente 

histórico, ha manifestado como voluntad suya (sin importar 

que sus miembros sean usurpadores o producto de un acto 

colegiado en la forma que sea). 

J.J.- El significado de la norma fundamental. 

Aunque parezca una verdad de perogrullo, debe sefialarse que, 

bajo el supuesto de que la norma juridica fundamental vale, 

también vale el orden juridico que sobre ella descansa. Este 

hecho confiere al acto del primer legislador y, por tanto, a 

todos los actos del orden juridico que en él descansan, el 

sentido del deber ser, esto es, del deber juridico mi. 
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En la norma fundamental, por tanta, arraiga en último término 

la significación normativa de todas las situaciones de hecho, 

constitutivas del orden jurldico, y solo bajo el supuesto de 

la norma fundamental puede interpretarse como derecho, es 

decir, como sistema de normas jurídicas, el material emplrico 

que se ofrece a la interpretación jurídica. Por ello, con la 

teorla de la norma fundamental sólo se ponen al descubierto 

las condiciones lógico-trascendentales del método del 

conocimiento positivo del derecho que se practica desde el 

tiempo inmemorial. 

J.4.- La Constitución y la graduación del orden jurldico. 

La función de la norma fundamental saca a relucir también una 

singular particularidad del derecho .. Que éste regula su 

propia creación; de manera que una norma jurídica regula el 

procedimiento en que es producida otra norma jurídica, y 

también, en diverso grado, el contenido de la norma a 

producirse. 

Debido al carácter dinámico del derecho, una norma vale por 

qué y en tanto fue producida, como ya se dijo, en una forma 

determinada, esto es, en una forma determinada p6r otra 

norma, en donde ésta última representa para aquélla el 

fundamento de validez, de tal suerte que lo mismo podrla 

decirse respecto del contenido de la norma a producirse, 
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Esta graduación del orden jur1dico, en opinión de Kelsen, se 

puede representar con la imagen espacial del orden superior y 

del orden inferior, en la inteligencia de que el primero de 

ellos, regula los órganos y el procedimiento de la producción 

jur1dica en general, (legislación) y al mismo tiempo regula 

el contenido de leyes futuras (promesas), aunque debe decirse 

que con mayor eficacia, se puede impedir leyes de determinado 

contenido, como por ejemplo, los derechos fundamentales 

(s1ntesis de una determinación negativa) y por ello las 

garant1as individuales no son otra cosa que la prohibición de 

leyes sobre la garantia o derecho fundamental a proteger. 

3.5.- La jurisdicción. 

La función de la llamada jurisdicción es absolutamente 

constitutiva: es producción jur1dica en el sentido propio de 

la expresión. La sentencia judicial es una norma juridica 

individual; la individualización o concreción de la norma 

juridica general o abstracta; la continuación del proceso de 

producción juridica desde lo general a lo particular. La 

concepción anterior, en opinión de Kelsen, la obscureció el 

prejuicio segün el cual todo derecho se agota en la norma 

general: la errónea identificación del derecho con la ley. 

Lo mismo puede decirse, cuando comprobamos que la 

administración, igual que la jurisdicción, es 
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individualización y concreción de de leyes 

administrativas, por ejemplo. 

J.6.- La voluntad de las partes como ne"gocio "furidico y acto 
de ejecución. 

En las normas civiles o mercantiles que se aplican en los 

tribunales, encontramos al negocio jurídico (voluntad) entre 

la ley y la sentencia. Esto se conoce como la función 

individualizadora, a virtud de la cual, las partes dictan 

normas concretas para su comportamiento reciproco <35>. además 

que estatuyen un comportamiento reciproco y cuya violación 

constituye la situación de hecho que se verifica por la 

sentencia judicial y a la que se liga en esta sentencia la 

consecuencia jurídica de su ejecución. 

El examen de la graduación del orden jurídico muestra que la 

oposici6n entre producción o creación del derecho, por una 

parte, y ejecución o aplicación del derecho por la otra, no 

tienen un car.1oter absoluto, porque la mayor parte de los 

actos jur1dicos son, al mismo tiempo, actos de producción y 

de ejecución jurídica, pues con cada uno de esos actos 

podemos decir que, es ejecutada una norma de grado superior 

y, al mismo tiempo es producida una norma de grado inferior. 

(35) No escar: a nueatra atención que aún el negocio juddlco (voluntad), en opinión del Poder 
Judicial de a Federación, tiene como límites los que recoge et siguiente criterio: "CONTRATOS, 
VOLUNTAD DE LAS PARTES EN LOS.· Si bl~ es verdad que la voluntad de las partes, es la Suprema ley 
de toa Contratos, tanbl~n lo es que dicho principio tiene dos limitaciones forzoso, ineludibles: la 
primera. ~ue se deriva del Interés Pübllco que estó por encima de la Voluntad Individual, y la 
~~~;an~:s. l1PRJtEó'J~fes~urfg~f~ta sE~ea: l~~exx::¡~~- FX(~g ¡;;tnª~se¡e~an~laco~r~~ha~s.deTe~i: 
releclonada con Jurts¡:.rudeneia 107/85.· POOER JUOICIAL OE LA fEDERACION,· ter CO·ROK SEPTIEHBRE DE 
19911 
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3. 7 .• - El conflicto entre normas juridicas de diferente grado. 

Como ya se dijo, existe un orden superior que determina la 

producción y contenido de las normas, y la unidad de ese 

orden jur1dico o sistema de normas jur1dicas, radica en que 

su validez puede ser atribuida a una norma juridica como 

fundamento última, que es la norma fundamental, y par tanto, 

ciertamente, puede existir un conflicto entre la norma 

superior y la norma inferior, pero corno aceptarnos que ésta 

última vale en función de aquélla, por ello Kelsen afirma que 

el derecho cuenta, 

"antijuridico", que 

conflicto que se 

•antinormatividad", 

valga la expresión, con un derecho 

es la denominada norma indeseable, 

conoce como un f en6meno de 

que puede contenerse en una ley 

inconstitucional, en una sentencia ilegal (acto de 

jurisdicción), o en un negocio juridico o voluntad ilicita, y 

por tanta, Kelsen concluye 

fundamental) quiere tanto 

que 

la 

la constitución 

validez de la 

(norma 

norma 

constitucional, como la validez de la norma inconstitucional, 

pues solo asi se concibe que el derecho cuente con un derecho 

antijuridico, pues la norma inconstitucional de ningún modo 

ha de considerarse nula, ya que es una instancia especifica 

la que debe declararla nula, esta es, un procedimiento 

regulado por la propia constitución, y si una constitución no 

prevé esta, entonces no tendriamos posibilidades de resolver 

el conflicto entre normas de grado diferente. 
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La Tesis de Kelsen es la mejor prueba de que ·el derecho, como 

sistema de normas jurldicas, se debe estudiar a partir del 

conocimiento de la norma fundamental, y por ello se ha 

consagrado el principio de la supremacfa constitucional, que 

difícilmente tiene un exponente mejor que Kelsen, principio a 

virtud del cual se dispone que la ley suprema, es la norma 

cúspide de todo el orden jurldico, es decir, de todo el 

sistema de normas jurídicas y fundamento de todas las 

instituciones jurldicas, y a partir de este principio, nadie 

puede negar que el articulo lJJ constitucional es muy claro, 

en el sentido de que tanto la Constitución, como las leyes 

del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los 

tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que 

se celebren por el Presidente de la República, con aprobación 

del Senado, serán la ley suprema de toda la Unión, y que los 

jueces de cada Estado se arreglarán a esa constitución, leyes 

y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que 

pueda haber en las Constituciones o leyes de los Estados, y 

estas consideraciones, sin duda alguna, son fundamentación 

bastante para considerar que la teorla de la imprevisión, 

expresada en lo que se conoce como la cláusula "Rebus Sic 

stantibus", forma parte de nuestro derecho positivo vigente, 

porque la mencionada cláusula está contenida en el articulo 

62 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados, y México ratificó dicha convención mediante Decreto 

de fecha 29 de octubre de 1964, consencuentemente, de 



48. 

conformidad con lo ordenado por el articulo 133 de la 

Constituci6n Polltica de los Estados Unidos Mel<icanos, la 

Convenci6n de Viena sobre el Derecho de los Tratados, se ha 

convertido en Ley suprema de toda la Uni6n, y los jueces de 

cada Estado deberán aplicarla, a pesar de las disposiciones 

en contrario, que pueda haber en sus ordenamientos, incluso 

constitucionales, y con mayor raz6n debe aplicarse a pesar de 

las contradicciones que oxistan en las propias leyes 

secundarias, porque desde el punto de vista técnico-jurídico, 

la mencionada cláusula es ley fundamental <l•l. 

C36) Véase: Cervantes Ah~, Raúl "la et6usuta 11Rebus sic Stantlbos 11 •n el ac:tu.t orden Jurfdlco 
:;::J~~"'VQsZ~ ;~s¡¿ij¡~s Jurfditos en memoria de Roberto L. Mantilla Holina••. Editorial Porrúci, S.A., 
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CAPITULO TRES 

LA TEORIA DEL IMPREVISION COMO DERECHO POSITIVO 

I.- LA EVOLUCION DE LA CLAUSULA "REBUS SIC STANTIBUS" 

1.- Antecedentes históricos. 

En la primera 

estableció el 

etapa histórica 

principio de 

del derecho 

la literalidad 

romano, 

en 

50. 

se 

la 

interpretación de las leyes, y con este rigor, la seguridad 

juridica emanada de la ley escrita, prevaleció sobre los 

principios de la equidad y la justicia, y además fue el fin 

supremo del orden jur1dico romano. Se desconocieron inclusa 

los principios de la buena fe y de la equidad y se condensó 

esta tendencia en las dos formas tradicionales: 11 Pacta sunt 

Servanda" y "Dura Lex Ced Lex". 

Al extenderse el comercio romano, ante la dificultad de que 

los extranjeros o gentiles extendieran ese rigorismo en la 

interpretación de las leyes, se creó el cargo de 11praetor 

peregrinus" y nace as1, frente al derecho civil de los 

patricios, el derecho mercantil de los gentiles. Con éstos 

surgen en la historia del derecho, el derecho mercantil y el 

derecho internacional o derecho de gentes. Los pretores, 

inclusive, incrementaron en 

autoridad aumentando las 

quebrantamiento remediaban, 

gran medida el 

clases de 

adecuando las 

alcance de su 

negocios 

formas de 

cuyo 

los 
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contratos a las necesidades del comercio, e introduciendo 

métodos racionales para el alegato y la prueba <37). 

Estos procedimientos, en cuanto se referian a la contratación 

y al intercambio, se extendieron a la ejecución del contrato 

"bona e fidei" que significa literalmente "de buena fe". El 

contrato "bona e fidei", constitula la categorla contractual 

más elástica del derecho romano y en su origen se limitaba a 

unas pocas clases de relaciones fundadas en la confianza 

especial, corno la que vinculaba al tutor con el pupilo, que 

involucraban acuerdos bilaterales en que se asumian 

obligaciones reciprocamente. Los pretores acabaron 

reconociendo, sin embargo, bajo el rótulo de "bona e fidei", 

una gran variedad de acuerdos comerciales que presuntamente 

se basaban también en la buena fe, corno la sociedad comercial 

o el contrato de participaci6n, que permitian la reunión de 

capitales y la dispersi6n de los riesgos. Las relaciones 

fiduciarias también podian incluirse en un contrato "bona e 

fidei". Si una de las partes en un contrato "bona e tidei" no 

cumplla, el procedimiento ante el "praetor peregrinus" 

permitía la ejecuci6n de la obligación, la fijación de los 

perjuicios, o la obtención de un orden oficial de rendici6n 

de cuentas. Estos recursos se basaban en lo que se conocla 

(37) Tfgar E. Mlchael, y levl R. Pladelcfmi. "El Derecho y el Ascenso del Capltallsmo 11 , Siglo XXI, 
Editores, Cuarte Edición, 1978, p. i!8) 
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como las ":fórmulas" C38>, que es un sistema procesal muy 

similar al usado hoy en los tribunales de occidente. 

En este campo jurldico surge en Roma, a impulsos del 

principio de que la buena fe debe prevaler en los contratos, 

la clá.usula "Rebus sic Stantibus", que se consideraba 

irnpllcita en toda obligación contractual y que significa que, 

cuando variasen fundamentalmente y de manera imprevista las 

circunstancias que sirvieron de motivación al acto 

contractual, deberlan variar proporcional y equitativamente 

las circunstancias, términos y condiciones de las 

obligaciones pendientes de ejecutarse. 

En la cláusula "Rebus Sic Stantibus", que es la base de lo 

que algunos autores han llamado teorla de la imprevisión, 

vernos flotar las ideas de la buena fe y de la equidad 

fundamentalmente. 

2.- La buena fe. 

La buena fe es la creencia en que se haya una persona de que 

hace o posee alguna cosa con derecho legitimo. Significa 

rectitud, honradez, confianza. Tener fe o confianza significa 

que una de las partes se entrega confiadamente a la conducta 
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leal de la otra. Fla y confla en que ésta no la engañará. 

Segt:ln la doctrina, la buena fe actt:la tanto en favor como en 

contra del acreedor, ya que el acreedor debe conformarse 

cuando el deudor realice lo que de buena fe exige, y puede 

exigir que la prestación no quede por abajo de lo que la 

buena fe reclama <39>. 

La doctrina y la jurisprudencia han declarado, como principio 

supremo, que todas las relaciones juridicas, en todos sus 

aspectos y en todo su contenido, están sujetas al principio 

de la buena fe, que además es base inspiradora de la H. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación <4D>. 

Sin embargo, la revolución francesa cambió el rumbo de la 

tradición romana y se regresó en los Códigos de Napoleón a 

(391 Pallares, Eduardo. "Otcclonnrio de Derecho Procesal Civil". Editorial Porrlla, S.A. M~xfco 1960, 
p. 105) . 
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los principios de "Pacta Sunt Servanda" y "Dura Lex Ced Lex". 

El Código de Napoleón demuestra la victoria de la burguesia. 

El antiguo régimen, cuyo sosten fue demasiado costoso, se 

demolia. Los excesos de la década de 1790 se enmendaban. La 

noción de la libre contratación impregna todo el código y se 

extiende a muchos otros terrenos, y además, el Código de 

· Napoleón, entre otras cosas, puso en claro que se trataba de 

los derechos de los hombres y no de los seres humanos, pues 

la autoridad de padres y maridos ante todo debla preservarse, 

e inclusive la propia sociedad fue puesta fuera de la ley con 

la siguiente fundamentación: "¿Desde cuando ha sido licito 

que las mujeres abandonen su sexo, y se conviertan en 

hombres? ¿Desde cuando es decoroso que se vea a las mujeres 

abandonar los cuidados piadosos del hogar, la cuna de sus 

hijos, salir a la plaza pública, subir al estrado y arrengar 

a los transeúntes, tomar a su cargo tareas que la naturaleza 

tiene reservadas para los hombres únicarnente?"<rn. 

Incluso la mistica de la ley escrita y de su letra resurgió 

y, sobre la idea de la justicia, se impuso el principio de la 

seguridad juridica, lo que trajo corno consecuencia que la 

jurisprudencia francesa se inclinara hacia un letrismo 

cerrado, que vino a rendir homenaje a las fórmulas escritas, 

tanto de la ley como de los contratos. 

(41) .. El Derecho v el Ascenso del Capltallsmo 11 • op, cit. p. 233), 
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Nuestros códigos civiles de alguna manera heredaron la 

influencia del Código de Napoleón y la ciencia jurldica en 

nuestro pa1s -hasta la fecha-, es enseñada a través de la 

doctrina. y de las leyes francesas, lo que condujo a la 

jurisprudencia mexicana a un "convenient:e" letrismo tanto o 

más cerrado que el de la antigua jurisprudencia francesa, y 

. que además se expresa, en forma cambiante, según la época y 

circunstancias, debido a la influencia dominante del poder 

ejecutl.vo sobre el poder judicial. 

Sin duda alguna, a partir de la Primera Guerra Mundial y en 

virtud de las grandes catástrofes monetarias que esa guerra y 

las subsecuentes produjeron en el continente Europeo, y 

también como consecuencia de la evolución de la sociedad 

civil francesa, cada vez más conocedora e interesada en los 

asuntos politices y reflejo de las vanguardistas formas de 

gobierno adoptadas 

consagración del 

en Francia, que han permitido la 

concepto politice conocido como 

"cohabitación", los tribunales franceses han variado el 

sentido letrista de su jurisprudencia. sin embargo, estas 

transformaciones sociales no han ocurrido en nuestro pa1s, y 

el poder judicial continúa con ese "conveniente" rigor 

letrista en la interpretación de la ley. 

En una primera época nuestros tratadistas se manifestaron 

adheridos a la cláusula "Pacta Sunt servanda" y negaron toda 
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posibilidad de que las obligaciones contractuales pudieran 

modificarse como consecuencia de la variación imprevista de 

las circunstancias esenciales que formaron el motivo 

determinante de los contratos. sin embargo, hoy aunque el 

poder judicial diflcilmente puede ser convencido de que el 

cambio de las circunstancias puede ser la base para alterar o 

modificar una resolución judicial firme, el caso es que, en 

nuestro derecho positivo vigente -como ya se vió en los 

apartados que anteceden-, podemos encontrar disposiciones y 

caso~ concretos que nos permiten hablar, sin temor a 

equivocarnos, de la buena fe, la justicia y la equidad, en 

los contratos, las leyes, y los actos de autoridad, y que nos 

permiten robustecer el principio hermenéutico de que "no hay 

que atenerse a la letra que mata, sino al espíritu que 

vivifica". 

3.- La equidad. 

En efecto, la exposición de motivos del Código Civil para el 

Distrito Federal contiene una afirmación contundente en el 

sentido de que la tendencia "a socializar el derecho se 

orienta a que la equidad, base esencialmente del derecho, 

prepondere sobre el texto inflexible de la ley" C42>. 

Cli2> 11Exposfcf6n de Motivos del Código Civil para el Distrito F~eral") 
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Tratándose de obligaciones en moneda extranjera, por ejemplo, 

y de acuerdo con una recta interpretación del articulo 90 

Transitorio de la Ley Monetaria en vigor, se desprende que 

basta con que el deudor demuestre haber recibido pesos 

mexicanos, para que la obligación se satisfaga devolviendo, 

en esta moneda, el equivalente de la divisa extranjera en que 

se haya documentado el préstamo, según el tipo de cambio 

vigente cuando se celebró la operación, y no en la fecha en 

que se haga el pago, pues seria inequitativo que ante la 

disparidad cambiaria de la moneda extranjera frente al peso 

mexicano, el deudor tuviera que cubrir ese diferencial 

monetario, pues esto enriquecerla injustificadamente al 

acreedor, y por una cuestión imprevisible que no pueden 

controlar ni prever las partes, por lo que debe destacarse 

que en esta disposición se advierte, el principio de la 

equidad, del cambio de las circunstancias que fueron el 

motivo original de la contratación, y también se advierte el 

respeto a las normas de orden público, prohibitivas, 

imperativas, indisponibles e imprescriptibles, pues asl lo ha 

consagrado el Poder Judicial de la Federación en di versos 

criterios coi, y sin duda alguna todos estos elementos pueden 
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servir de fundamento para alterar o modificar, inclusive, una 

resolución judicial firme. 
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4.- La doctrina y la legislación. 

En el campo doctrinal, algunos tratadistas mexicanos estiman 

que los contratos no obligan sólo a lo que expresamente se 

pactó, sino también a las consecuencias que según su 

naturaleza son conforme a la buena fe, al uso y a la ley, por 

. lo que, con base en esa orientación y principios, la ley y 

los contratos pueden ser interpretados. 

Gabriel Garcla Rojas, por su parte, citando al español Garcla 

Goyena, en un voto particular dictado como Ministro de la H. 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, dice que bajo el 

Código Civil del Distrito Federal es procedente la aplicación 

de la cláusula "Rebus Sic Stantibus", ya que la equidad es 

complemento e integración de las consecuencias y efectos de 

los contratos y aún de su interpretación. 

En la mayor parte de los códigos civiles de los Estados, 

determinan la posibilidad de ajuste de las obligaciones por 

la excesiva onerosidad superveniente, como es el caso de la 

lesión m1. 
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En efecto, el Código civil para el Estado de Veracruz, por su 

parte, contiene disposiciones tajantes que ponen fin a la 

especulación, tratándose de contratos de mutuo con interés, 

como es el caso del articulo 2328 que vale la pena leer <4Sl, 

porque es una disposición vanguardista y muy interesante, ya 

que prohibe que como frutos del capital (intereses), el 

deudor pague más del cincuenta por ciento del capital 

mutuado, y a pesar de que esta disposición es única entre las 

legislaciones comunes de los Estados, no pocas veces hemos 

visto con decepción que el poder judicial en el Estado de 

Veracruz, se niega a aplicar esta disposición, que además es 

de orden público, porque es una norma prohibitiva, 

imperativa, indisponible e imprescriptible, y considero que 

en ese Estado de la República Mexicana, todas las 

resoluciones judiciales firmes, es decir, que hayan causado 

ejecutoria, y a virtud de las cuales se hubiere condenado al 

mutuatario, a pagar, por concepto de intereses, más del 

cincuenta por ciento del capital mutuado, o bien, a pagar la 

tasa de intereses pactada, si ésta supera el cincuenta por 

ciento del capital mutuado, cualquiera que sea el plazo por 

el que se encuentra insoluto el crédito, son resoluciones 

firmes que pueden alterarse o modificarse, mediante la 

tramitación de la acción de nulidad del juicio concluido, por 

violación al orden público, pues la disposición en comento, 

(45) "Art. 2328,· 11 •• • No podrá cobrarse por concepto de interés, una cantidad que exceda de la mitad 
de la que re11lmeote se haya prestado. Cuando por el ti~ transcurrido et deudor haya liquidado 
Intereses por una SLIM Igual o la mitad del pr~stamo, o marr- que esa cantidad, ~ucdará exonerado de 
~~~,:~:~~~~ t:,lil:~,~~si~i6~0~~~~X·er c~1r,,~~~~ed;r 1 ~~0~¿~6t0~:.~~>cho ª ex eir et illl30rte det 
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como ya se dijo, tiene el carácter de irrenunciable e 

imprescriptible. 

También en el Código civil del Estado de Guanajuato, se prevé 

como facultad del mutuatario pedir al Juez, la reducción 

equitativa de los intereses, o bien, la declaración de 

nulidad absoluta del contrato de mutuo con interés, con 

efectos restitutorios, cuando el deudor demuestre que su 

acreedor abusó de su estado de necesidad, sirviendo como base 

para calcular el interés por el tiempo anterior a la 

declaratoria de nulidad, el que equitativamente fije el juez, 

seglln las circunstancias del caso <46). 

El Código civil del Estado de Tlaxcala, prevé que en los 

casos en que las partes convengan intereses o prestaciones 

superiores al 50% de los que se fijen por las instituciones 

de crédito a las operaciones de la misma especie, por imperio 

del articulo 2007 del mencionado ordenamiento <47>, se entiende 

que· habrá lesión y por ello el mutuatario puede optar entre 

(.C.6) "Art. 1896.· SI en el caso • que se refiere el artfculo anterior, el deudor derrostrara ~ 

~t·\:"~t~~.ac~~~ ·~~~f~u ;:.N~~tt~~ "~t· 1~:rZ:. ª~9~~~gl:r:°l~pe~~~· ~ol~~ ~l 
contrato, con efectos restitutorios, sirviendo como base para calcular el Interés IX!r el ti~ 
anterior a la decleratorh de rKJlidad, el que ecJ!ftatlvomente file el Juez, segtil las clrcunstantlas =rf::ri:• el cual podr6 Sl!r redJcldo hasta el tipo del fnterb le51al, si tale1 clrcU'\Stanctas lo 

!~ri::;; ~O~· c~~O:a e~~ ~?en~ d: r:;t~el~~erfl!isJ':n y~re~¿:c1::Tt~i~~~~o ~elcfkeist~at:r?~S 
~~~;:~: ~~~8,.•l:m es;c~~· ~r~f:ut,.e1s~óncie y18ell~;:'~8ctª~~~!' l~pt:~i:ce1 ~a ~!dad r~~¿ apllc~e las cantl~ que se ~guen al prestador. en primer término, a la aaiortuac11r: del 

!~l~te~~rra!m~si~; !l~9~ed~ii~t~~f~~~~~e d~ª\~' i~~\~~~~~!1~~;~Tt~~~t~ a~~~c~~ :: 
lrrentn::1able.) 
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la nulidad del contrato o bien, esperar a que por ministerio 

de la ley, se produzca la compensación. 

Se destacan las disposiciones locales que ya comentamos, 

porque en ellas existen reglas particulares que nos petmiten 

concluir, que la equidad es complemento e integración de las 

consecuencias y efectos de los contratos y aún de su 

interpretación, siendo indiscutible que en nuestros 

ordenamientos prevalece la idea de la justicia social y, si 

bien es cierto que algunos pensarán que esas disposiciones 

del derecho civil sólo son aplicables a los actos entre 

particulares, no debe perderse de vista que, esas 

disposiciones son supletorias del Código de Comercio, ya que 

a los actos denominados mercantiles son aplicables las causas 

que resciden o invalidan los contratos, corno lo dispone el 

articulo 81 del Código de Comercio -cuestión sobre la que 

volveremos más adelante-, porque considerarnos que toda la 

teoría general de las obligaciones, contemplada en el Código 

civil para el Distrito Federal, es aplicable a los actos 

jurídicos celebrados entre comercianes, ciertamente, con 

excepción de la compraventa, que no se rescinde por causa de 

lesión, pero 

institución 

esto no 

jurídica 

es 

a 

obstáculo para aplicar esa 

otros actos tradicionalmente 

denominados como mercantiles, porque no existe prohibición al 

respecto, y no se puede extender, por analogía, la expresión 

de que entre comerciantes no existe lesión, pues ese 
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conocimiento lo consideramos dogmático y carente de base, 

porque como ya vimos, son muchas las disposiciones del Código 

Civil que demuestan una orientación hacia la equidad, y que 

ésta prevalezca sobre el texto inflexible de la ley, Y los 

actos jurldicos celebrados entre comerciantes, no pueden 

sustraerse a los efectos de esas normas del derecho común. 

En estas condiciones, el hecho de que nuestras leyes 

reconozcan la buena fe, como base inspiradora del derecho <48>, 

hace presente el principio fundamental de la equidad en 

nuestro derecho positivo y fundamentan que la jurisprudencia 

admita la teoria de la imprevisión, y con ello la vigencia 

impllcita de la cláusula "Rebus Sic Stantibus". 

! -



II.- LA CLAUSULA "REBUS SIC STARTIBUS" EN EL ORDEN 
INTERNACIONAL. 

64. 

En el campo del Derecho Internacional, donde la letra de los 

tratados ha sido considerada de rigida interpretación, la 

cláusula "Rebus Sic Stantibus" estuvo tradicionalmente 

proscrita. Sin embargo, el orden jurídico internacional 

demuestra una evolución dinámica e intensa al impacto de los 

principios supremos de la justicia y la equidad, que en 

muchas ocasiones contravienen las formulas tradicionales 

consagradas como "Pacta sunt Servanda" y "Dura Lex Ced Lex". 

Invocando los principios de equidad y justicia, una mayoria 

de paises, principalmente no industrializados, presionaron 

para que en la Convención de Viena sobre Derecho de los 

Tratados, que se firmó el 29 de octubre de 1964, se admitiese 

la inclusión implicita de la cláusula "Rebus sic stantibus", 

con base en la teoria de la imprevisión, y por el cambio 

fundamental de circunstancias, que pueda modificar 

sustancialmente las obligaciones derivadas de un tratado 

internacional. 

El articulo 62 de la Convención de Viena sobre el Derecho de 

los Tratados textualmente dice: 



65. 

"ARTICULO 62. CAMBIO FUNDAMENTAL EN LAS CIRCUNSTANCIAS. 

l. un cambio fundamental en las circunstancias 
ocurrido con respecto a las existentes en el 
momento de la celebración de un tratado y que no 
fue previsto por las partes no podrá alegarse como 
causa para dar por terminado el tratado o retirarse 
de él, a menos que: 

a) la existencia de esas circunstancias 
constituyera una base esencial del consentimiento 
de las partes en obligarse por el tratado; y 

b) ese cambio tenga por efecto modificar 
radicalmente el alcance de las obligaciones que 
todavia deben cumplirse en virtud del tratado. 

2. un cambio fundamental en las circunstancias no 
podrá alegarse corno causa para dar por terminado un 
tratado o retirarse de él; 

a) Si el tratado establece una frontera; o 

b) si el 
violación, 
obligación 
obligación 
otra parte 

cambio fundamental resulta de una 
por la parte que lo alega, de una 
nacida del tratado o de toda otra 
internacional con respecto a cualquier 

en el tratado. 

3. cuando, con arreglo a lo dispuesto en los 
párrafos precedentes, una de las partes pueda 
alegar un cambio fundamental en las circunstancias 
como causa para dar por terminado un tratado o para 
retirarse de él, podrá también alegar ese cambio 
como causa para suspender la aplicación del 
tratado11 • 

De la simple lectura del articulo transcrito se desprende que 

el cambio fundamental en las circunstancias es base 

suficiente para dar por terminado un tratado internacional, o 

bien solicitar que se suspenda su aplicación, en tanto 

prevalezcan las circunstancias que moti van la alteración o 

inconveniencia de seguir respetándolo, y por tanto, todo 

aquello que resulte imprevisible, impone la obligación de 
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revisar la vigencia de un tratado internacional, en aras de 

la justicia cm y la equidad, y por lo mismo, si en el orden 

internacional, las naciones (SO> aceptan dejar sin efectos un 

tratado, o permitir que algún suscriptor se retire de él, o 

suspender su aplicación en forma temporal o definitiva, según 

las circunstancias, creemos que con mayor razón entre los 

gobernados, y entre el propio gobernado y la autoridad, 

también debe prevalecer ese criterio, porque ya mucho se ha 

dicho y redicho a prop6sito de que la soberanla de un Estado 

reside en el pueblo, y el Estado al salvaguardar su 

soberan1a, está salvaguardando los intereses de los 

gobernados y serla i16gico pensar que el Estado tenga ese 

derecho y no lo tengan los gobernados entre si, o bien que no 

lo tenga el gobernado frente a la autoridad, pues no debe 

perderse de vista que la misión del derecho, cualquiera que 

sea el adjetivo que se le dé (fiscal, penal, etc.), es la 

justicia, y corno la justicia es el común denominador no s6lo 

de la concepci6n del Estado sino que además tiene que ver con 

f!9 >1~J~t1rc/~st~~!• ::r r~~~t~ nóót~a ~ossae,11 et!:, oluJ1~~ e;~~· sl~l;e~dn~a pi~~~~~V~n °y más eb';g 
ptrtlcular nos preocupa. El legado más lrrportanr:del di~logo platónico contenido en LB Repúbftca r 
que ost«1ta el stbtftulo altunatlvo 11de to Justo o sobre lo jU&to11 hasta hoy, es la conce~fón de 
Estado COl'llO '-"' or~n de l1 conducta hinana, construido y enderezado a lo realización de la justicia. 
Vbse; 11Los Dl6logos de Platón", Ed. PorrUa, S.A., Colección Sepan Cuantos, Héxlco. 1984.) 

(50) Duverger sostime que la palabra "Estado" es considerada en sf misma ccioo designando l#'la 
categorfa pl!rtlcular de agrupaciones hunanas, de sociedades, por~ esta palabra posee dos sentidos 

~ ~:Cf:J;Ji;:¿,~t18.®e's'l8; 1e~ t., e~~~ºd~~=dJ1~t:;:recer6 ~ 1~~~;·~ ~ ~~d~~¡:tón~e~gr: 
actualidad es el mejor organizado e Integrado, El Estado-gobierno, por su parte, deslgna a los 
g,,oi;ornanl~cs, r,~f:aJ~es.gro e~;a :r~~~ ~cle°!':!io~':~lr:=jó~:e~1~1t3e l~~~~~~c)6~ª :ie:~~: 
gob1:no, slno que es ciencia del poder o mejor dicho de las relaciones de poder institucional izadas. 
Vfate: Duverger. Haurice, op. cit. p. 22> 
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todas las relaciones de poder <St>, si bien es cierto que 

alguien podria refutar sobre lo anterior, argumentando que 

estamos comparando conceptos antitéticos, desde este momento 

respondernos, por voz de Carnelutti, que la misión del derecho 

es reducir la econornia a la ética, y nos permitirnos agregar 

que en la ética se acaban los antagonismos. 



III.- LA CLAUSULA "REBUS SIC STARTIBUS" EN EL DERECHO 
POSITIVO VIGENTE. 

68. 

En nuestro derecho positivo vigente se destaca que México 

ratificó la convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados por decreto de 29 de octubre de 1964. 

consecuentemente, de conformidad con lo ordenado por el 

articulo 133 Constitucional, la Convención de Viena Sobre el 

Derecho de los Tratados -como ya se dijo-, por imperio de lo 

que se conoce como el primado constitucional, se ha 

convertido en "Ley suprema de toda la Unión", y los jueces de 

cada Estado deberán aplicarla, a pesar de las disposiciones 

en contrario que pueda haber en sus ordenamientos, incluso 

constitucionales. 

Hemos apuntado que algunos autores, "ingenuamenteº, pensar!an 

que el articulo 62 de la Convención de Viena Sobre el Derecho 

de los Tratados, se refiere a los tratados internacionales, 

pero desde el punto de vista técnico-juridico y de acuerdo a 

lo manifestado con antelaci6n, el principio del cambio 

fundamental de circunstancias forma parte de la ley 

fundamental y debe considerársele aplicable a las relaciones 

contractuales entre particulares, y a las relaciones 

juridicas del gobernado frente a la autoridad, porque es la 

justicia y la equidad, la que debe prevalecer sobre el texto 

inflexible de la ley, y además la justicia es la misión del 

derecho. 
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Cabe decir que, ciertamente, la forma jurldica, expresada, ya 

sea, en un tratado internacional o en una ley, no determina 

la adhesión respecto al fondo de la norma, pero no debe 

olvidarse que esas formas jurldicas, al ir detrás de las 

realidades económicas y sociales, hacen que el derecho pierda 

su universalidad, y si no consideramos lo anterior, entonces 

tendr1amos que deducir, lógicamente, la "quiebra de la ley" 

como regla del juego social, y al mismo tiempo -como dirla 

Oominique Charvet-, necesitarlamos abrir un campo más amplio 

a la normatividad cuya ambición ya no es imponer sino ser 

aceptada c521. 

Hablar de crisis respecto de la justicia, o bien, de la 

"quiebra de la ley" es, en cierta medida, paradójico, puesto 

que se trata de una institución que siempre está en crisis. 

su historia, su procedimiento, su vocabulario, se relacionan 

con el conflicto y hoy todavla el debate judicial se parece a 

la danza guerrera de los pueblos primitivos: costumbres, 

ritos, actitudes, todo ello habla de enfrentamientos, de 

antagonismos o de batallas. Y en efecto, es una batalla, una 

guerra "civil", la que cotidianamente lleva a cabo la 

justicia para imponer la norma social, ya sea entre 

particulares, o entre los particulares y la sociedad, y 

entonces debemos preguntarnos: ¿cuáles son los bienes 

jur1dicos o valores o derechos protegidos, los del Estado, 
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los del particular, o los de ambos? Cualquiera que sea la 

respuesta, el caso es que la justicia es el comün denominador 

de toda norma jurídica, porque ninguna época de nuestra 

historia fue tan jur1dica como la nuestra, y basta decir, al 

respecto, que cada Diario Oficial trae Üna carga de normas 

nuevas, y si existe un punto. de acuerdo entre las fuerzas 

sociales que hoy existen en nuestro pa1s, es el que, si la 

reglamentación fuese mejor, todo marcharia por un mejor 

camino. 

Esta realidad juridica pone punto final a toda discusión 

doctrinal: la teoria de la imprevisión, debe ser considerada 

como sustentadora de la cláusula "Rebus Sic Stantibus", la 

que por disposición de nuestra ley suprema debe ser 

considerada implicita, tanto en los contratos como en la ley 

y, consecuentemente, cuando se produzcan modificaciones 

sustanciales imprevisibles en las relaciones contractuales, 

las obligaciones futuras deberán. ser equitativamente 

reajustadas, y por tdnto, las resoluciones firmes de ninguna 

manera son inmutables, pues el cambio en las circunstancias, 

es motivo de que una resolución firme se altere o se 

modifique, atendiendo a los principios de justicia y de 

equidad, que deben prevalecer como regla del juego social, 
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CAPITULO CUATRO 

EL PROCESO FRAUDULENTO 

I.- LA NULIDAD DE LOS JUICIOS CONCLUIDOS. 

Hemos dicho que la misión del derecho, cualquiera que sea el 

adjetivo con el que se distinga, es la justicia, pero de 

igual manera, debe decirse, que la misión del proceso 

judicial es la actuación del derecho, entendido ese proceso 

como serie de actos juridicos que se suceden en el tiempo, y 

que se encuentran concatenados entre si para el fin u objeto 

que se quiere realizar con ellos, y por lo mismo, la 

finalidad que se persigue con ese proceso judicial, es lo que 

configura la naturaleza de la institución en comento. 

De igual manera hemos sostenido que las resoluciones 

judiciales firmes dictadas en negocios de alimentos, 

ejercicio y suspensión de la patria potestad, interdicción, 

jurisdicción voluntaria y las demás que las leyes prevengan, 

pueden ser motivo de alteración o modificación cuando cambien 

las circunstancias que afectan el ejercicio de la acción que 

se dedujo en el juicio correspondiente, pero creemos que no 

sólo el cambio de circunstancias, expresado en la cláusula 

''Rebus Sic Stantibus" es el ünico motivo para modificar o 

alterar una resolución firme, sino que existen elementos 
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fundamentalmente creados por las partes que contienden en un 

litigio, que d3 alguna manera desvían al proceso de su fin 

normal, es decir, de la actuación del derecho, ya sea por 

ignorancia o por mala fe, situación que debe corregirse 

porque el fraude procesal resulta terminantemente. prohibido, 

aunque no exista precepto que expresamente lo diga y, 

paralelamente, también nos preocupa el hecho de que el 

proceso se desv1e de su fin normal, como consecuencia de la 

inaplicación de las leyes de orden público existentes, que 

son normas imperativas, 

·imprescriptibles. 

prohibitivas, indisponibles e 

Por lo que hace a la mala fe de las partes en un proceso 

judicial, basta decir que si bien la contienda jurídica, de 

alguna manera implica la astucia del litigante, Pero esta 

"astucia" no es loable, sino que precisamente es una conducta 

ilícita que el orden jurídico reprueba, porque el fenómeno 

jurídico de la antinormatividad -de la que ya hablamos-, 

proviene no sólo de la producción de una ley 

inconstitucional, sino también resulta de la sentencia ilegal 

y del propio negocio jurídico o voluntad ilícita, y por ello, 

como el juicio de amparo sólo se endereza contra los actos de 

una autoridad, consideramos que éste es insuficiente para 

poder remediar aquellos procesos jurídicos, en los cuales las 

partes engafiaron a la autoridad judicial, expresando o 

manifestando maliciosamente una voluntad que no es real, es 

decir, creando una litis que carece de substantividad, y 
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entonces s6lo el juicio aut6nomo que la jurisprudencia 

denomina "nulidad de juicio concluido por proceso 

fraudulento", es el t1nico instrumento que se puede hacer 

valer para poner fin a esas pr1icticas socorridas por los 

particulares, que algunas ocasiones se conciben en forma 

unilateral, otras veces en forma bilateral, y también como 

consecuencia de excesos en las pretensiones de los propios 

abogados que patrocinan a las partes. 

Sin embargo, nadie puede negar que existe un dogma en cuanto 

a la sentencia firme o ejecutoriada, a la que casi en forma 

•sagrada" se le ha considerado intocable, lo que demuestra 

que muchas ocasiones ha prevalecido la forma, sin tomar en 

cuenta que el contenido es falso o fraudulento, pero sin 

lugar a dudas ese dogma, en la pr1ictica, constituye un 

obst1iculo para la tramitaci6n de un juicio autónomo, cuyo 

objeto es declarar la nulidad de otro juicio, y el problema 

estriba en que nuestra cultura jurídica, también dogm&tica, 

se inclina m1is por la aparente "seguridad jurídica" que 

brinda a las partes la resoluci6n firme e inmutable, que por 

reconocer que, ciertamente, existen casos de fraude a la ley 

y fraude procesal que no se pueden tolerar, o mejor dicho, 

que nuestro orden jurídico no tolera porque contraviene el 

sistema procesal, y atenta contra la norma fundamental, aún 

cuando no exista un precepto que expresamente lo diga, pues 

no se puede perder de vista que la buena fe es la base 

inspiradora de la H. Suprema Corte de Justicia de la Naci6n, 
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y adem6s es bien conocido el sabio principio hermenéutico de 

que "no hay que atenerse a la letra que mata, sino al 

esp1ritu que vivifica". 

1.- El desv1o del proceso, unilateral y bilateral. 

En cuanto al desvio del proceso de su fin normal, como 

consecuencia de la inaplicación de las leyes de orden 

público, que forman parte de nuestro derecho positivo 

vigente, vale la pena destacar que toda norma prohibitiva es 

una norma de orden público, y por lo tanto es impera ti va, 

indisponible e imprescriptible, y como la voluntad de las 

partes tiene dos limitaciones ineludibles <Sl>• una de ellas 

deriva de que el interés público estli por encima de la 

voluntad individual, y la otra, que por técnica jur1dica, 

tampoco puede prevalecer el capricho de los contratantes, y 

en consecuencia, no cabe la menor duda que todos aquellos 

procesos judiciales en los que las partes, por voluntad 

consciente o por ignorancia no respetaron el orden público, 

dan lugar a modificar una resolución firme, ya que las partes 

no pueden sustraerse a la aplicación de ia7hormas de orden 

público, y ademlis, es facultad de los jueces apreciar la 
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existencia de ese orden público, en los casos que se les 

someten a su consideración cm, y por tanto debe concluirse 

que ante el imperio del orden público (55), no puede prevalecer 

la inmutabilidad de las resoluci_ones firmes, y por lo mismo 

consideramos que se debe abandonar la idea de que el proceso 

fraudulento proviene exclusivamente de un engaño a la 

autoridad judicial, pues como ya se dijo, existen casos en 

que éste proviene de la tramitación de un procedimiento en 

franca violación de un precepto prohibitivo o de una ley de 

orden público. 

En s1ntesis, si tuviéramos que definir lo que es el proceso 

fraudulento, seguramente nos equivacar1arnos, porque cada caso 

concreto serla motivo de una definición y por lo mismo 

preferimos responder con estas interrogantes: ¿ Qué es el 

proceso fraudulento, sino un negocio fraudulento realizado 

con instrumentos procesales? ¿Qué diferencia existe entre una 

ejecución fraudulenta y colusoria reali?.ada con ánimo de 

disminuir el patrimonio del deudor, y la enajenación dolosa 

que da mérito a la acción pauliana? como se puede apreciar 

existir1a una pregunta para cada caso concreto, pues sólo 

diferencias de forma y no de fondo existen entre esos casos. 

(54> "ORDEN PUBLICO.· Si bien es cierto que la estimación del orden pUblico en principio corres~e 
al hgfslador al dictar una ley, no es ajeno a la función de los juzgadores apreciar su existencia en 
los casos concretos que se les sanetan para su resolución, Resulta pues indudabl~ que los jueces, en 
casos determinados, pvtden cal fffcar y estimar la existencia del orden públ leo con relación a Ul'\ll 

~~Y~rlar: ~rro;uc~f~rade l!~~~~n quei:W1fc:ie~,~~v:pl~~bt:seun~a;ilce~n ~os~u~on;~~i~te~uc s~: 
flnatfdades.Jilgufnta Er;cad Tono XXVI, Página f533, Jncll!n Cenobio C, Tomo XXXlf Pa~na 570. González: 
~T:~~~~ Tl~T~1 .x~x69-1,! J~J. ~e~le~~l;~roR°iJ.ª>ndo y Coags, Tomo XXXI. Póg na 07. Vega Bernal 

(55) 11Art. 8• del Código Civil para el D.F.: 11LOR aetog ejecutados contra el tenor de las leyes 
prohlbi~lvas o de Interés p(bllco, serÁn nulos, excepto en los casos en que la ley ordene lo 
contrar1ot•) 
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Una envoltura de carácter procesal, preparada casi siempre 

con la finalidad de asegurar la eficacia del fraude, separa 

una situación de otra. En consecuencia, no puede el 

intérprete hallar un obstáculo en las formas, cuando el fondo 

está constituido por un acto declarado ineficaz por textos 

expresos de la ley civil, penal, o cualquier otra. Nos 

conformarnos con utilizar un lenguaje adecuado que nos 

permitiera hablar, sin discusiones, de acción de nulidad de 

juicio concluido por proceso fraudulento y si ésta se 

reconociera en la ley, estará satisfecha nuestra ambición, 

aunque reconocemos que sólo un verdadero talento juridico 

podr1a concebir esas hipótesis normativas, sin caer en la 

casuística, y que además se limitara su ejercicio, 

precisamente para evitar abusos, por lo que reconocernos que, 

entonces, seguramente habria que pensar en una institución 

que controle el ejercicio abusivo de ese tipo de acciones, y 

ante esta situación, por el momento tan sólo apuntamos esta 

inquietud, pero no dejarnos de reconocer que por dificil que 

parezca, probablemente en la "ética" o en la "buena fe" 

podemos encontrar el fundamento para acabar, aunque sea 

parcialmente, con los antagonismos y con el abuso del 

derechoc56>. 
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2.- Titulares de la acción de nulidad. 

La pregunta obligada es la siguiente: ¿Es posible que las 

mismas partes en un litigio puedan intentar la acción de 

nulidad del juicio concluido en el que fueron protagonistas, 

o es que esta acción solo la tiene el tercero ajeno que no ha 

intervenido en el litigio? 

Para responder, necesariamente debemos advertir que 

regularmente son las sentencias las que dan fin a un juicio, 

pero también la voluntad de las partes expresada en un 

convenio judicial, pone fin a las controversias. En cuanto a 

las sentencias, hay conformidad de los jurisconsultos, en el 

sentido de que se trata de un acto jurisdiccional, por medio 

del cual el juez decide la cuestión principal ventilada en el 

juicio o algunas de carácter material o procesal que hayan 

surgido durante la tramitación del mismo. Las definiciones 

que formulan enuncian con diferentes palabras esa tesis, 

donde comienza la dis=epancia; al decir de Eduardo 

Pallarescsn, es cuando se trata de precisar la naturaleza 

intr1nseca de ese acto. 

Eduardo J. Couture, por ejemplo, contempla la sentencia desde 

tres puntos de vista: Como hecho jur1dico, como acto jur1dico 

(57) Vbse:"Sentmcla" en Dfcclonnrfo de Derecho Procesal Civil. Editorftil Porrüa, S.A. p. 647) 
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y como documento. Describe, al analizarla como hecho 

jur1dico, las diversas actividades materiales e intelectuales 

del juez que culminan en el pronunciamiento de la sentencia, 

pero salta a la vista, que esa separación que el autor 

realiza del hecho y del acto jur1dico, constituye -en nuestra 

opinión-, una sutileza sin trascenden~ia jurídica, porque el 

acto es, al mismo tiempo, hecho jurldico,. en forma tal, que 

no es posible dividirlo sin desnaturalizarlo. En cambio, es 

miis útil estudiar lo que es la sentencia en su naturaleza 

documental. En este sentido, es bien sabido que la sentencia 

constituye una actuación judicial que debe estar f irrnada por 

el juez y el secretario de acuerdos, y en la cual se respeten 

los requisitos formales que ordenan las leyes. La palabra 

juicio, que en una de sus acepciones es sinónima de 

sentencia, demuestra el importante papel que tiene, en los 

fallos de los tribunales, la mente del juez. 

Desde este punto de vista, juzgar es decidir mentalmente cuál 

de las dos proposiciones contrarias es la verdadera. La mayor 

parte de los tratadistas, sostienen que la sentencia se 

configura, lógicamente como un silogismo, en el cual la ley 

es la premisa mayor, el caso a discusión la menor, y la parte 

resolutiva la conclusión o inferencia. De esta suerte, una 

vez que el juez determina el tipo de problema que se le ha 

planteado, procede a seleccionar de todas las normas que 

pudieran aplicarse, aquella que considera que es la que debe 
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resol ver el caso concreto, pero en esa selección es donde 

radica el verdadero problema, pues son tantas las leyes 

existentes y hoy estan tan vinculadas unas materias con 

otras, qJle dif1cilrnente puede haber una selección atinada, 

razón por la cual nos inclinamos porque esa selección se haga 

advirtiendo, si eKiste o nó una norma de orden público, que 

resulte aplicable al casa, y que las partes contendientes no 

hayan invocado, pues corno ya se dijo con anterioridad, no es 

ajeno a la función de los juzgadores apreciar la existencia 

del orden público, y de igual manera, si el juez tiene 

facultad para aplicar e interpretar la norma secundaria, con 

mayor raz6n debe vigilar el respeto a la norma fundamental. 

En cuanto a la voluntad de las partes eKpresada en forma de 

convenio judicial para dar por terminado un procedimiento, 

debe hacerse la misma consideración, pues el capricho de los 

contratantes no puede prevalecer sobre la interpretación de 

la ley, y además el orden público es un limite a la expresión 

de esa voluntad. 

Una vez dictada la sentencia que pone fin al juicio, y no 

existiendo recurso alguno que hacer valer, o bien, por 

conformidad de las partes, ésta adquiere la calidad de 

resolución firme o sentencia ejecutoriada, y regularmente, se 

piensa que en estas condiciones esa sentencia adquiere el 

carácter de inmutable. De igual manera, los convenios 

judiciales celebrados por las partes contendientes y 
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debidamente ratificados ante la presencia judicial, también 

ponen fin al juicio, y en ambos casos, contra la ejecución de 

una sentencia o de un convenio judicial, por lo menos en el 

Distrito Federal, no se admiten mas excepciones que las 

previstas en el articulo 531 del Código de Procedimientos 

Civiles para el Distrito Federal en vigor, supletorio del de 

Comercio, que ya comentamos con anterioridad, pero lo que 

realmente nos interesa resaltar es que la inmutabilidad de 

esa sentencia o convenio judicial, no debe entenderse en 

términos absolu_tos, porque como ya vimos, existen hipótesis 

normativas concretas, a virtud de las cuales, el cambio de 

circunstancia es motivo de alteración o modificación de las 

resoluciones aunque éstas estén firmes o bien hayan causado 

ejecutoria, como es el caso de las hipótesis previstas en el 

articulo 94 del ordenamiento legal citado, y precisamente, la 

alteración o modificación de una resolución firme, se puede 

intentar por v1a de acción, o bien por via de excepción, y 

adem~s, esa aparente inmutabilidad de una resolución o 

convenio, tampoco debe entenderse en el sentido de que valga 

"erga omnes", sino solo entre las partes, esto es, para 

quienes intervinieron en el juicio como actor o demandado 

debidamente legitimados, de donde se concluye que los efectos 

de lo que se conoce como cosa juzgada, no alcanza a los 

terceros que no hayan intervenido en el juicio, simple y 

sencillamente porque la sentencia es "res inter alias acta". 
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En síntesis, las resoluciones o convenios judiciales firmes 

son susceptibles de alteración o modificación en determinadas 

situaciones, pero ¿quiénes pueden intentar la modificación o 

alteración de una sentencia o convenio que adquirió la 

categoría de cosa juzgada? ¿Puede hacerlo un tercero? ¿Pueden 

intentar esa acción o hacer valer esa excepción las mismas 

partes que contendieron en un litigio? ¿Puede intentarse la 

acción de nulidad de un juicio que ha concluido cuando éste 

es el resultado de un procedimiento obtenido 

fraudulentamente? ¿Puede intentarse la acción o excepción de 

nulidad de un juicio concluido, aunque no exista un precepto 

legal que autorice dicha acción o excepción? 

2.1.- La opinión de Francesco carnelutti y su critica. 

Francesco carnelutti sostiene que el elemento característico 

del fraude es el fin, puesto que se desvia el proceso de su 

objetivo natural, ya que persiguiendo la realización de la 

justicia, se desenvuelve fraudulentamente y distingue que el 

fraude procesal, bien puede resultar de la actituá de una de 

las partes o de ambas, de manera tal que para el autor existe 

un fraude unilateral y otro bilateral. 

En efecto, en toda controversia judicial auténtica, cada 

parte busca, m~s que la realización de la justicia, su propio 
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beneficio, y en opinión de carnelutti, no seria posible 

suponer una lucha, sin admitir el empleo en ella de la 

astucia en mayor o menor grado, pero desde luego, esa 

"astucia" debe entenderse como un ardid intelectual y 

producto de la cultura juridica, mas nunca como un tráfico de 

influencia o abuso del derecho, pues basta decir, al 

respecto, que las referencias que tenemos sobre el sistema 

.judicial en otros paises, por ejemplo, en los Estados Unidos 

de Norteamérica, nos ensefian que es la ética la que impera en 

los procedimientos, y sobre todo, la lucha juridica se 

desenvuelve en un ambiente en el que los litigantes conocen 

las pruebas de su contraparte, e incluso las intercambian, lo 

que habla de una contienda transparente, en la que 

ciertamente, la astucia de un abogado, entendida como la 

mejor forma de presentar el caso a un jurado, es lo que puede 

constituir un factor determinante en la decisión final, 

habida cuenta de que en esos procedimientos, tanto las partes 

como las autoridades, tienen un contacto directo en el 

momento de las audiencias, lo cual si bien supone una cierta 

preferencia o inclinación, por alguna de las partes, a la que 

dif1cilmente el jurado puede escapar, no es menos cierto, que 

esos procedimientos tienen un éidto indudable, mientras que 

en nuestros procedimientos judiciales, en la mayor parte de 

los casos, formalmente, aunque están desprovistos de ese 

contacto entre el juez y las partes contendientes, nadie 

puede negar que existen influencias y subterfugios, que le 

permiten a los litigantes, y consecuentemente a las partes, 
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tomar ventaja, sin que su contrario se percate de ello, de 

manera tal que esa "astucia" a la que alude carnelutti, hoy 

en nuestros dlas es un concepto romántico, pue~ nadie puede 

negar que los signos de la corrupción alcanzan al poder 

judicial, y sin duda alguna, cada controversia judicial 

concluida, como lógicamente es decidida necesariamente en 

favor de alguna de las partes, se traduce en la slntesis de 

una injusticia. 

En todo proceso, entonces, se encuentra más o menos el gérmen 

de una conducta fraudulenta, conducta que no alcanza a lograr 

la descomposición del proceso, como consecuencia de la 

naturaleza y de la especial bondad del sistema. Pero al mismo 

tiempo que la auténtica contradicción lleva el gérmen del 

fraude, se supone que es ella la mejor garantla de la 

limpieza del proceso. 

Puede decirse que no toda tentativa de la parte para que se 

le conceda lo que pide, aun sabiendo que carece de 

justificación, es fraude, puesto que, para que éste se 

constituya, es menester determinada intensidad y calidad del 

medio elegido. De ahl que en el proceso, lo mismo que 

acontece en los contratos, hay que tener en cuenta el "dolus 

bonus" y el "dolus malus", y procurar distinguir -aunque no 

sea cosa fácil-, el momento en que se pasa del uno a otro, 

esto es, precisa discenir la astucia licita del litigante, 

del engafio illcito, que desde luego sanciona la ley penal. 
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Carnelutti establece que mientras el fraude unilateral no 

traspasa normalmente los limites permitidos, en cambio, el 

fraude bilateral, es decir, aquél que las partes conciertan 

cometerlo, es siempre un fenómeno patológico del proceso, 

pues en él no existe contradicción verdadera, sino aparente. 

Siempre el dispositivo que vincula al juzgador con la 

actividad de las partes, facilita el fraude procesal, puesto 

que, debiendo necesariamente ajustarse a la iniciativa de las 

partes, el juez debe considerar el caso conforme a lo que 

resulte de los hechos aducidos, de lo que las mismas partes 

hayan expresado y de las pruebas que éstas hayan aportado, 

aunque al juez le conste lo contrario. 

Para Carneluttti este principio se justifica tratándose de 

asuntos de interés exclusivamente particular, para nosotros 

en ningún caso se justifica el hecho de que el juez sentencie 

de una manera contraria a lo que a él le consta, porque para 

conocer la verdad sobre los puntos controvertidos, puede el 

juzgador valerse de cualquier persona, sea parte o tercero, y 

de cualquier cosa o documento, ya sea que pertenezca a las 

partes, o a un tercero, sin más limitación que la de que las 

pruebas no estén prohibidas por la ley ni sean contrarias a 

la moral <58>, y además los tribunales podrán decretar en todo 

(58) "Art. 278 del Código de Procedimientos Civiles para el O.f.) 
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tiempo, sea cual fuere la naturaleza del negocio, la práctica 

o ampliaci6n de cualquier diligencia probatoria, siempre que 

sea conducente para el conocimiento de la verdad sobre los 

puntos cuestionados (59>, y por lo tanto, dificilmente podernos 

aceptar que un juez esté obligado a emitir su sentencia en 

favor de una de las partes, cuando a ésta no le asiste el 

derecho, y por lo mismo, considerarnos que se debe abandonar 

ese conocimiento dogmático de que los jueces s6lo pueden 

resolver con base en las pruebas aportadas por las partes, ya 

que el conocimiento de la verdad juridica, no queda al 

arbitrio de lo que las partes pretenden, sino que es un 

derecho y facultad del juzgador conocer esa verdad juridica y 

al mismo tiempo traducirla en una sentencia. 

En la práctica, por ejemplo, es muy frecuente que los jueces 

crean en forma dogmática en los testimonios o escrituras 

notariales, y todo parece indicar que cuando viene a juicio 

un instrumento notarial, nadie discute su contenido, y 

precisamente con motivo de esas pruebas instrumentales 

püblicas, existen muchos juicios que han concluido, y en los 

que nadie discuti6 el contenido de los instrumentos 

notariales, pues regularmente, los particulares cuando acuden 

a un notario püblico, consideran que el acto plasmado en un 

testimonio notarial, es total y absolutamente válido, pero 

(59) "Art. 279 del Código de Procedimientos Cfvlles para e\ O.F.) 
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debe decirse que, las manifestaciones unilaterales o 

bilaterales, contenidas en una escritura pública, no 

constituyen la verdad juridica, por la simple y sencilla 

razón de que los notarios públicos no pueden invadir la 

esfera que está reservada a las autoridades judiciales, como 

es el caso, de la recepción de una declaración (confesional o 

testimonial), y consecuentemente la fe pública que tienen los 

notarios no sirve para demostrar lo que está fuera de sus 

funciones, y por lo tanto, aunque las partes manifiesten ante 

un notario público, haber recibido, haber hecho, o haber 

dejado de hacer algo, estas manifestaciones no constituyen la 

verdad juridica, y desde luego en un juicio pueden ser 

impugnadas, precisamente porque su eficacia depende de lo que 

decida la autoridad judicial, y no el notario <••>· 

2.2.- La responsabilidad de la forma ilicita. 

¿Qué sucede si una de las partes se retracta de su 

manifestación, o bien se arrepiente del fraude a la ley en el 

que participó? ¿Carece de acción para demandar la nulidad de 

ese instrumento notarial o de ese procedimiento cometido en 

(60) "NOTARIOS. SU INTERVENCION EN HATERIA Jll>ICIAL. la fe pública ~e tienen los notarios no liirve 
para detaostnr lo que está fuera da sus funciones, ni menos para Invadir terrenos reservados a to 
autoridad Judlc:lal, como evidentemente lo est6n la recepción de declaraciones y las vistas de ojos, 
Y• que eatas pruebas deben prepararse en ti~ y recibirse por el Juez con citación de la contraria 
pera que ~ate se halle en condiciones de repregootar o tachar a los testigos y hacer las 

m~r~~~~°7158/~ Tnt~fo1 "fff;'~f,!e~~~~~g~e~a~~~f:C~e~r~~::
11

s~~~~t~ E~a:vo~~11c,xxJJ 1 rn!áY~1~ 
A.D. 1678/57. Jose Luis Esr,tnosa, 5 votos. vol. XIII, Página 259. A.O. 2srs/s6, Carlos Herrln Rubio. 
!,ó;t5597~6~: ~hi:~~~~~·A:i~Pa~!~~seót!!~,Letfcla ceballos o. 5 votos. Vol. LXrtl, P6gina 40. 
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fraude a la ley? ¿Ha de imponerse a las partes la 

responsabilidad de la forma ilicita que adoptaron, a pesar de 

tratarse de un proceso fraudulento? 

Carnelutti piensa que ha de tenerse en consideración que, en 

realidad, no sólo incumbe a las partes que la sentencia sea 

justa, sino fundamentalmente al orden público. Son las 

partes, ciertamente, quienes se encuentran colocadas en mejor 

situación para lograr la reparación de la lesión de ese 

interés, pero entonces el interés de ellas debe ser medio, no 

fin. 

También aqui debe venir a aclarar las ideas, la consideración 

del fin público del proceso. Que la sentencia sea justa no es 

un asunto que sólo a las partes afecta, es, por el contrario, 

un asunto de interés público. Por consiguiente, como ya se 

dijo, el interés de la parte se considera como un medio y n6 

como un fin, y por lo mismo, no se puede pensar en privar a 

una de las partes de la impugnación, como si se tratara de un 

castigo por haber participado en el f.t'aude, porque en tal 

caso, Carnelutti sostiene que se castiga no a la parte, sino 

a la sociedad entera. 

Se castiga sobre todo a los terceros, contra los cuales se 

dirije el fraude. Podria pensarse que estas reflexiones sólo 

se aplican a los terceros ajenos, pero debemos preguntarnos: 
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¿por qué no también se conocede ese derecho a las partes, si 

la impugnación de éstas aprovecha también a aquél? ¿por qué 

también no se concede ese derecho a las partes, si el tercero 

igualmente se beneficia? ¿por qué razón no ha de valer su 

arrepentimiento? ¿por qué ha de ser el interés p!iblico el 

sacrificado? No cabe la menor duda que a las partes no se les 

puede imponer la responsabilidad de la forma il1cita 

adoptada, porque seria tanto como aceptar la validez de un 

proceso fraudulento, y además, no debe perderse de vista, que 

la parte que participó en un fraude a la ley, cuenta con más 

instrumentos para destruir la aparente eficacia de ese 

fraude, y por lo tanto, siempre debe tomarse en cuenta el 

parecer de la parte que se ha arrepentido del mismo 1611. 

2.3.- La opinión de José Luis Estevez. 

José Luis Estevez, por su parte, sostiene que cuantas veces 

se intente la utilización anormal del proceso, debe 

considerarse quebrantado el principio de la obligatoridad de 

la forma, con la consiguiente nulidad de los actos. con 

justificación expresa este autor que, aunque fuera de lo que 

estableza el derecho substancial, el fraude procesal resulta 

terminantemente prohibido, aunque no exista precepto que 

expresamente' lo diga, toda vez que contradice violentamente 

todo el sistema procesal. De hecho, la esencia del sistema 

juridico reprueba el fraude procesal, ya que no debemos 

(61) Carneluttl, Francesco. 11Contra el Proceso Fraudulentoº. Editorial Uthea. Tomo JI, p. 67·79. 
Citado ~r José Alfonso Abftla An:epalo M 5U l lbro 11 De la c:osa juzgada en materia civil". UNAM. 
México, 1959, p. 167) 
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olvidar que para comparecer en juicio debe existir el 

derecho, es decir, deben realmente existir los supuestos 

previstos en la norma positiva, esto es, que las hip6tesis o 

supuestos de la norma deben corresponder a la realidad. 

Antes de que exista sentencia, desde luego el fraude no se 

consuma, entonces, el objeto de la acción contra el fraude se 

debe centrar en la sentencia, pues considerarnos que no 

necesariamente la parte que se ha arrepentido del fraude, o 

bien, la parte que no sabia de la existencia del fraude 

procesal, deba esperar a que el juicio concluya, ya que la 

legalidad de la sentencia, puede ser impugnada por las 

partes, alegando la ilicitud del proceso -cualquiera que sea 

su naturaleza- en el propio recurso que la ley prevenga para 

modificar o revocar la resoluci6n firme (apelaci6n, apelaci6n 

extraordinaria, juicio de amparo, etc.), pues de esta manera 

consideramos que las propias partes llaman la atenci6n de los 

juzgadores para que se revise la sentencia o las sentencias 

subsecuentes (amparo), que habrán de decidir la controversia 

en definitiva, pues seria il6gico que las propias partes 

tuvieran que esperar a que el juicio termine, es decir, que 

cause ejecutoria, ya que de acuerdo con lo expuesto, la 

ilicitud de un procedimiento se puede intentar en via de 

acci6n aut6noma, hip6tesis en la que si deberá esperar a que 

el juicl.o concluya, o en via de excepci6n, supuesto en el que 

no se debe esperar la conclusi6n definitiva del 
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procedimiento, de manera tal que todo dependerfl del estado 

procesal que guarde el juicio, cuando alguna de las partes se 

arrepienta del fraude procesal, o se dé cuenta de que éste se 

tramitó contraviniendo el orden público, por lo que debe 

concluirse que tratflndose de una excepción fundada en que el 

proceso es fraudulento, ésta debe admitirse aún cuando no se 

haya hecho valer en la contestación a la demanda. 

Muchos pensarfln que si alguna de las partes se arrepiente del 

fraude procesal en el que participó, consciente o 

inconscientemente, o se da cuenta de que el procedimiento 

judicial en el que contiende, se está tramitando en franca 

violación al orden público, dif1cilmente podr1a incorporar, 

en un recurso de apelación (agravios), o en un juicio de 

amparo, los argumentos que, a su juicio, constituyen el 

motivo o fundamento de la ilicitud del procedimiento, porque 

en la segunda instancia, o en el juicio de amparo, por 

principio, no se puecJ..en incorporar elementos extraños a lo 

que constituye la materia de la lite, o bien, argumentos que 

no se hicieron valer desde el escrito de contestación a la 

demanda, pero debe decirse que, los partidarios de esta 

tendencia, han ignorado que si bien es cierto que la lite se 

compone, regularmente <621, de la demanda y contestación a la 

demanda, el hecho de que las partes, por ignorancia, 

negligencia de los abogados, falta de tiempo para contestar 
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la demanda, colusión de litigantes, mala fe, etc., no hayan 

invocado la existencia o trasgreción al orden público, o 

bien, la falta de substantividad (veracidad) de la lite, esto 

no implica gue se imponga a las partes, como sanción, la 

responsabilidad de la forma adoptada, y menos aún si ésta es 

illcita, y por ello debe abandonarse ese conocimiento 

dogmático a propósito de las restricciones gue imperan 

respecto de lo gue puede ser materia de una apelación, o del 

propio juicio de amparo, pues de lo contrario el sistema 

judicial es el gue estarla desviando al proceso de su fin 

normal, gue es la actuación del derecho, y el derecho tiene 

como misión la justicia, razón para estimar que ese desvlo 

del proceso resulta inaceptable, sobre todo si se toma en 

cuenta que el procedimiento, en estas condiciones, viene a 

constituir tan solo una envoltura de carácter procesal, 

preparada casi siempre con la finalidad de asegurar la 

eficacia del fraude. 

J.- El fraude a la ley. 

El fraude procesal supone el fraude a la ley. Destituye al 

proceso de su fin normal, esto es, de la actuación del 

derecho. El momento consumativo de la maniobra fraudulenta 

puede ser anterior a la iniciación del juicio o durante la 

tramitación del mismo. como resultado de la ilicitud en el 
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procedimiento, sobreviene 16gicamente la falta de correlaci6n 

entre la sentencia y la lite a decidir. Y si el proceso tiene 

como misi6n el actuar sobre una pretensi6n fundada y ésta es 

consecuencia inmediata de un conflicto intersubjetiva de 

intereses, entonces, evidentemente, para que un proceso 

eKista, juridicamente se requiere de la eKistencia real de un 

conflicto de esta naturaleza. En virtud de este principio, 

-cuando la lite na es real, sino el resultado de una 

convenci6n clandestina entre las partes (fraude bilateral), 

o cuando la lite es prevenida mediante una artificiosa y 

dolosa preconstituci6n circunstancial, entonces ésta no 

responde a un contenido fáctico objetivo y por lo tanto, 

puede decirse que el proceso carece de causa, y, al faltarle 

uno de los requisitos esenciales, es de derecho irrelevante, 

en pocas palabras, jur1dicamente na podria existir. 

·Por tanto, la resolución judicial desprovista de una 

verdadera lite, carece de substantividad, y es, por 

consiguiente, nula absoluta de pleno derecho (inexistencia) 

<~>.que si bien produce provisionalmente sus efectos, éstos 

(6J) 11HULIDAD E INEXISTENCIA. SUS DIFERENCIAS SON HERAHENTE TEORICAS.· ALr! cuando el ortfculo 2224 del 
Código Civil pare el Of1trito Federal ~lea la expresión "acto Jurfdlco Inexistente" en la que 
pretende basarse la división tripartita de la fnval ldez de tos actos jurfdicos, según la cual Stt les 
e;rt.pl en lneltfstentes, rolos y anulables. tal distinción tiene meros efectos teorices, porque el 
tratemlento de propio c6dl;o dá a tas Inexistencias, es el de tas nulidades, seg'61 puede verse en tas 

1:f~~~~~ ~~rat~t2hr,'" e~0ta:r~u\'!~,l~~nJ!;3Se 1~~!ta 1~~6 1~~x{sett:ic'1~s ~r ~~,~~9~~ ~b¡1~~g~i~ 
cbetante\ el c6dlgo las trata como nul ldades, r en los casos de los ertfculos 1802, 218Z y 183, '° 
~f 1d:t.~11 1sª:::a ~~°:!5e¿1u~'~1.enpt:rt°:: 1 9J:l~r~a1. ~~e~~sot.er:.~~· rs.:6~5~~~~rf~oc~~~. l~~~~:~~~°: 
4 votos. Vol. XJK, J?A¡g, 1n. A.O. 2663/58, Oonato Antonio Pérez. Unanimidad S \'Otos. Vol. U<VJ, ~j· 
44, A.O~ 1924/60. Pilar Mancilla Pérez. Unanimidad de 4 votos. Vol, LXXXVII t. pág. 16. A.O. 8668/6, 
Pedro Flores lópel. Unanimidad de 4 votos. Vol. XC, pág. 46. A.O. 1205/52. "onuel Ahued, Unanimidad 
de 4 \'otos) 
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deben ser destruidos retroactivamente cuando se pronuncie por 

el juez la nulidad absoluta del procedimiento ilicito, de 

manera tal que una vez acreditada la falta de causalidad 

eficiente, todo efecto útil debe ser rescindido, y por lo 

mismo debe quedar a salvo el ejercicio de la acción (o 

excepción) de nulidad, que debe borrar y paralizar la 

eficacia del proceso en su totalidad. Una vez declarada la 

nulidad del procedimiento ilici to, el resultado es que la 

autoridad de la cosa juzgada está imposibilitada de 

producirse, pues le habrá faltado uno de sus elementos 

esenciales, que es precisamente, el presupuesto fundamental 

de su constitución, es decir, el desenvolvimiento de un 

proceso real <64J. 

En pocas palabras, el proceso fraudulento es un negocio 

ilícito realizado con instrumentos procesales. Como 

institución jurídica, se vincula con otras instituciones que 

persiguen el mismo fin de que el derecho actúe. Para 

comprobar lo anterior, basta preguntarnos ¿qué diferencia 

existe entre una ejecución fraudulenta y colusoria realizada 

con ánimo de disminuir el patrimonio del deudor, y la 

enajenación dolosa que da mérito a la acción pauliana? La 

respuesta es contundente, sólo algunas diferencias en la 

forma pero no en el fondo existen en estos casos. Una 

envoltura de carácter procesal, preparada casi siempre con la 

(64) Esteve:r:, José Lufs. "Teorfo del Fraude en el Proceso Civil". Edlt. Uthea, p. 160, citado por 
José Alfom:o Abltia Arzapalo op. cit. p. 171) 
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finalidad de asegurar la eficacia de un fraude, separa una 

situación de otra, y por ello no debernos aceptar un obstáculo 

en la forma, cuando el fondo está constituido por un acto 

declarado ineficaz por texto exp~eso de la ley. 

Afortunadamente, aquella jurisprudencia de la H. Suprema 

Corte de Justicia de la Nación en la que se establec1a que 

"una vez terminado un juicio por sentencia ejecutoria, no es 

posible legalmente pretender su nulidad por medio de otro 

juicio aut6norno"<65>, ha sido interrumpida y hoy la propia 

Corte, ha sustentado diversos criterios que apoyan nuestra 

posición, y que nos permitirnos transcribir: 

"NULIDAD DE JUICIO CONCLUIDO. SOLO PROCEDE 
RESPECTO DEL PROCESO FRAUDULENTO.- En principio 
no procede la nulidad de un juicio mediante la 
tramitación de un segundo juicio, por respeto a 
la autoridad de la cosa juzgada; pero cuando el 
primer proceso fue fraudulento, entonces su 
procedencia es manifiesta y el tercero puede 
tambien excepcionarse contra la sentencia 
firme, pero no contra la que recayó en juicio 
de estado civil, a menos que alegue colusión de 
los litigantes para perjudicarlo." 

Quinta Epoca: Suplemento de 1956, pág. 333. 
A.D. 4231/53 José Guadalupe Raza. 5 votos.sexta 
Epoca, cuarta Parte: Vol. XXVI, página 155. 
A.O. 7641/58 Manuel Hernández. 5 votos. Vol. 
XXXIV, página 114. A.o. 6942/56 Felipe R. 
Hernández y Coags. Unanimidad de 4 votos. Vol. 
LXI, pág. 189 A.O. 2626/61 Arnulfo Herrnida 
Rivas. 5 votos. Vol. LXXI, pág. 63. A.O. 
6809/61 Alfonso Chanona L6pez, sucn. Unanimidad 
de 4 votos. Visible en el apéndice de 
Jurisprudencia Definida 1917-1985 Civil, págs 
589 y 590. 

(65) Jurisprudencia nLmero 714. Ultfmo Apéndice al Setn.1nario Judicial de to federación, p.bl !cado en 
el año de 1955> / 



"NULIDAD DE JUICIOS CONCLUIDOS POR SENTENCIA 
EJECUTORIADA, CABOS EN QUE PROCEDE LA (SAN LUIS 
POTOSI).- Si bien es cierto que la generalidad 
de los Códigos de Procedimientos Civiles, el de 
San Luis Potosi entre ellos, no contienen una 
reglamentación expresa sobre la acción de 
nulidad de juicios concluidos, tambien lo es 
que juridicamente no puede permitirse la 
subsistencia de juicios contrarios a normas de 
orden público, tal y como sucede en el caso en 
que el marido le demanda a su esposa el 
divorcio necesario siendo ésta menor de edad y 
por ende incapaz de comparecer en juicio por su 
propio derecho, habiéndose seguido el 
procedimiento hasta su terminación sin haberle 
nombrado tutor. En estas condiciones, la 
ausencia de dicha reglamentación no impide 
considerar que la cónyuge demandada tiene 
expedito su derecho de pedir en un JU1c10 
autónomo su anulación, puesto que se trata de 
un procedimiento que no tuvo base legal desde 
que se inició, por haberse seguido con 
violación de normas consideradas como de 
interés público; por consiguiente, cabe 
establecer que la nulidad del juicio concluido 
por sentencia ejecutoriada si puede ejercitarse 
válidamente, si el menor que la deduce no fue 
oida y vencida a través de su representante 
legal." 

Amparo Directo 3025/1971. Daniel Salazar cruz. 
Agosto 3 de 1972. Unanimidad de 4 votos. 
Ponente: Mtro. J. Ramón Palacios Vargas. Esta 
jurisprudencia se encuentra visible bajo el 
número 197 página 590 del apendice de 
jurisprudencia 1917-1985 civil. 

"NULIDAD DE JUICIOS CONCLUIDOS POR SENTENCIA 
EJECUTORIADA. - Aunque es verdad que el Código 
de Procedimentos Civiles del Distrito Federal 
no reglamenta la acción de nulidad, de 
procedimientos concluidos, sino únicamente la 
nulidad de actuaciones en el curso del 
procedimiento, pero antes de dictarse 
sentencia, también lo es que la Suprema Corte 
ha establecido que se puede promover la nulidad 
sobre un juicio ya concluido por sentencia 
definitiva, pudiendo hacerse valer como acción 
o como excepci6n ante un juez común, sin 
necesidad de acudir a un juez federal. 11 

Amparo Directo 558/1958. Francisco Serrano 
Sol1s y Coags. Abril 21 de 1965. Unanimidad de 

96. 



5 votos. Ponente: Mtro. Rafael Rojina Villegas. 
Tercera Sala. Sexta Epoca, Volumen XCIV, Cuarta 
Parte, Pág. 140. Visible en la página 81, Tomo 
II Actualizaci6n civil, relativo a 
Jurisprudencia y Tesis sobresalientes 1966-
1970, de Mayo Ediciones. 

II.- LA APELACION EXTRAORDINARIA. 

l.- Plazo para el ejercicio de la acción. 

97. 

Tratándose de nulidad absoluta que afecta a un procedimiento 

fraudulento, ya sea por colusi6n de los litigantes o por 

violaci6n a una norma o ley de orden püblico, sin duda alguna 

es una acci6n imprescriptible, aunque debe destacarse que 

tratándose de inmuebles, opera la prescripci6n negativa o 

liberatoria de diez alias C66l. 

Sin embargo el C6digo· de Procedimientos civiles, contempla el 

recurso de apelaci6n extraordinaria, cuyo plazo para su 

interposición es de tres meses siguientes al d1a de la 

notificación de la sentencia, y procede en los siguientes 

casos: 

Cuando se hubiere notificado el emplazamiento al reo, por 

edictos, y el juicio se hubiere seguido en rebeld1a; cuando 

no estuvieren representados legítimamente el actor o el 

(66) "Art. 1159 del Código Civil para el Distrito Federal.· Fuera de los casos de exopclón, se 
necesita et lapso de diez aOOs, con'odo desde que una obl fgaclón pudo exigirse, para que se extinga 
el cler~ho de pedir su cl.IT¡>llmlmto") 
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demandado, o, siendo incapaces, las diligencias se hubieran 

entendido con ellos; cuando no hubiere sido emplazado el 

demandado conforme a la ley y cuando el juicio se hubiere 

seguido ante un juez incompetente, no siendo prorrogable la 

jurisdicción. 

Este recurso procede en toda clase de juicios (a excepción de 

los concursales), porque no existe limitación alguna en el 

Código de Procedimientos Civiles, pero desde luego sólo se 

puede intentar contra las sentencias definitivas y no contra 

las resoluciones interlocutorias, razón para estimar que las 

hipótesis de su procedencia, en realidad son el resultado de 

una casu1stica que, si bien puede servir de remedio para 

equilibrar el procedimiento, no es menos cierto que, en la 

práctica, es más frecuente la tramitación en estos casos de 

juicios de amparo (indirecto), ya que el mencionado recurso 

de apelación extraordinaria no constituye un obstáculo para 

su tramitación ni afecta el principio de definitividad y, 

además, debe señalarse que, en estricto sentido, no se está 

en presencia de un verdadero recurso, puesto que su objeto no 

es confirmar, revocar o modificar la resolución impugnada, y 

tampoco es la continuación de las instancias precedentes, 

sino que lo cierto es que, aunque llamado recurso, hablando 

propiamente se trata de un juicio sumario y tan es as1 que 

dicho "recurso", debe llenar los requisitos que se establecen 
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para una demanda <67>, y cuyo objeto no sólo es obtener la 

declaración de nulidad de la sentencia, sino que también, 

cuando la resolución se encuentra firme, se puede lograr la 

nulidad de la instancia, a fin de que todo el procedimiento 

sea repuesto. 

En otras palabras, el recurso de apelaci6n.extraordinaria, en 

realidad viene a constituir una acción de nulidad de todo 

aquel procedimiento, ya concluido, en el cual el demandado 

fue ilegalmente emplazado, indebidamente representado, o bien 

sentenciado por una autoridad incompetente, pero esta 

casu1stica, de ninguna manera se puede identificar con la 

acción de nulidad del juicio concluido por proceso 

fraudulento que nos ocupa, pues como ya dijimos, se trata de 

una acción de nulidad absoluta que, en términos generales es 

imprescriptible, y por lo tanto, debe desestimarse que el 

plazo de los tres meses a que se refiere el articulo 717 del 

Código de Procedimientos civiles para el Distrito Federal, no 

es el plazo que se tiene para Eil ejercicio de la acción de 

nulidad de un juicio concluido, pues salvo la excepción ya 

mencionada, la acción que nos ocupa es imprescriptible, ya 

que de esa nulidad puede prevalerse todo interesado y no 

desaparece por la confirmación o la prescripción. 

(67) "Art. 715 en relación con el 255 del Código de Procedimientos Civiles, paro el 0,f) 
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III.- EL JUICIO CONCLUIDO EN MATERIA MERCANTIL. 

l.- Naturaleza de las obligaciones mercantiles. 

Todos los autores de derecho mercantil se han dado a la tarea 

de justificar la existencia de lo que denominan obligaciones 

mercantiles, como si existiera una diferencia en la teoria 

general de las obligaciones, que permitiera clasificar a unas 

en civiles y a otras en mercantiles, por lo que estimamos que 

esa diferenciación tan solo tiene un valor académico, es 

decir, tan solo es ütil para el estudioso del derecho 

mercantil, o bien del derecho civil, pero nuestra posición es 

muy clara al respecto: el derecho es uno, cualquiera que sea 

el calificativo que se le dé, y su misión, simple y 

llanamente es la justicia, de la que no nos queremos ocupar, 

porque como ya lo dijimos, mucho se ha dicho alrededor de ese 

tema, y prueba de ello es que Platón se ocupó de la justicia, 

en el Di6logo de la Repüblica, bajo el subtitulo alternativo 

"De lo Justo o Sobre lo Justo 11 • Rousseau, por su parte, la 

analizó bajo el titulo "De La Educación", y hoy en dia -como 

dice Antonio Gómez Robledo-, nos sentiriamos tentados en 

ponerle otro nombre a ese di6logo, por ejemplo, "Del Hombre o 

de la Vida Humana 11 , ya que, en efecto, y según lo dice Sir 

Ernest Barker, el Di6logo de la Repüblica -si hubiéramos de 

resumir en una frase su extraordinaria riqueza tem6tica- es 

una filosofía completa del hombre y de la vida humana en 
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todos sus aspectos y variedades sociales y personales, porque 

la idea del Estado perfecto surge naturalmente del problema 

de la justicia <65>, y por lo tanto, como el concepto de la 

justicia, no es objeto de nuestro trabajo, tan sólo nos 

conformamos con hablar vagamente de la justicia como un fin 

del derecho. 

El problema surge cuando a partir de esas clasificaciones 

doctrinarias, se tuercen los conceptos y se provocan 

confusiones, que si bien es cierta el investigador intenta 

resolver, no deja de ser preocupante el hecha de que, en 

forma indiscriminada, se hable de obligaciones mercantiles, 

obligaciones civiles, obligaciones tributarias, etc., cama si 

existiera una tearia general de las obligaciones para cada 

una de las ramas en que suele dividirse el estudio del 

derecho, cuando en realidad s6lo se trata de instituciones 

propias de cada una de esas ramas del derecho. Inclusive, se 

habla de una contraposición entre el derecho público y 

derecho privada, y la verdad de las cosas es que hoy en dia, 

sólo escasos actos juridicas que tradicionalmente fueron 

bautizadas par la ley coma "actas juridicas entre 

particulares", pueden considerarse como parte de un "derecho 

privada", porque el llamado "derecho pública" cada dia 

influye mtls en éste, e inclusa lo modifica. Prueba de esta 

tendencia es que en la materia fiscal, se han venida 

modificando las conceptas tradicionales del derecho común. 

~~U Viese: Gómez Robledo, Antonio. 11Pt11t6n11. Editorial Fondo dct Cultura Económica, Hhlco 1982. p. 
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Algunos dirán que los conceptos que cada una de las ramas del 

derecho ha aportado a la ciencia juridica, de ninguna manera 

se prestan a confusión, porque cada concepto está respaldado 

por una verdadera tradición, y ciertamente, el enfoque 

multidisciplinario habla de los beneficios de esta tendencia, 

pero precisamente, en estos argumentos es donde encontramos 

la base para proponer una revisión de las diversas 

clasificaciones que se han hecho del derecho, cuyo valor, 

como ya se dijo, tan sólo es útil para la enseñanza de la 

ciencia juridica. 

Lo anterior viene a colación porque en la materia mercantil, 

dogmáticamente se ha venido enseñando que, entre 

comerciantes, no existe la lesión, porque se suponen peritos 

en materia de comercio, y por ello, se cree, que un 

comerciante no se puede aprovechar de la suma ignorancia, 

notoria inexperiencia o extrema miseria de otro, que le 

permitiera obtener un lucro excesivo que sea evidentemente 

desproporcionado a lo que él por su parte se obliga, y por 

tanto, no puede pedir ni la nulidad del contrato ni la 

reducción equitativa de la obligación. Este conocimiento se 

ha extendido, a nuestro juicio, sin justificación a otras 

instituciones, pues seguramente, ese conocimiento arranca de 

lo dispuesto en el articulo J85 del Código de Comercio, en el 

que se establece que "las ventas mercantiles no se 

rescindirán por causa de lesión y que al perjudicado, además 
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de la acción criminal que le competa, le asistirá la de daños 

y perjuicios contra el contratante que hubiese proseguido con 

dolo o malicia en el contrato o en su cumplimiento", pero 

este precepto se refiere exclusivamente a la compraventa 

mercantil, y aquella idea de que un comerciante no puede 

producir lesión a otro comerciante, hoy en dla es una 

expresión falaz, y además contraria al principio 

constitucional, que se consagra en el articulo 28 de la 

constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos que 

establece: "·~·En consecuencia, la ley castigará severamente, 

y las autoridades perseguirán con eficacia ..• en general, 

todo lo que constituya una ventaja exclusiva indebida a favor 

de una o varias personas determinadas y con perjuicio del 

pGblico en general o de una clase social. •• ". 

En efecto, no se debe perder de vista que nuestro Código de 

Comercio se expidió el 4 de junio de 1887, y muchos de sus 

principios no sólo son incompatibles con los preceptos de la 

constitución Polltica de los Estados Unidos Mexicanos de 

1917, sino que además entraf\an una franca antinormatividad 

respecto de los principios contenidos en el Código civil para 

el Distrito Federal de 1928, que entró en vigor hasta el año 

de 1932, y cuya tendencia fue socializar el derecho y, que la 

equidad prevalezca sobre el texto inflexible de la ley. 
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Si admitiéramos la e>Cistencia de obligaciones mercantiles, 

tendr1amos que aceptar que existe una teor1a general de las 

obligaciones para cada una de las ramas del derecho, lo cual 

es inexacto y además resultar1a inconveniente, porque 

entonces no habr1a raz6n para que existieran instituciones 

jur1dicas, pues éstas serian definidas según la rama del 

derecho de que se trate, y esta situación, absurdamente nos 

llevarla a decir, por ejemplo, que la compensación -como 

institución jur1dica- es distinta en el derecho mercantil que 

en el derecho civil o fiscal, lo que resultaría 

inconveniente, porque la teor1a precisamente es general y no 

particular, por lo que rechazamos que en el lenguaje común se 

hable indistintamente, de obligaciones mercantiles, 

distinguiéndolas de las civiles, e incluso la distinción 

entre derecho público y derecho privado, la estimamos 

inoperante en la actualidad, y por lo tanto insistimos en que 

el valor de estas clasificaciones sólo es útil para efectos 

académicos. 

Prueba de que la teor 1a general de las obligaciones es 

perfectamente aplicable a los actos de comercio -con 

excepción de la compraventa mercantil-, es lo que disponen 

los articulas 77 y Bl del Código de comercio que a 

continuación transcribimos: 



ºArt. 77. - Las convenciones 
illcitas no producen obligación ni acción, 
aunque recaigan sobre operaciones de comercio." 

11Art. 81.- Con las modificaciones 
y restricciones de este código serán aplicables 
a los actos mercantiles las disposiciones del 
derecho civil acerca de la capacidad de los 
contrayentes y de las excepciones y causas que 
resciden o invalidan las contratos." 

105. 

En estas condiciones, deben dejarse atrás aquellas enseñanzas 

en el sentido de que entre comerciantes jamás habrá lesión, 

pues esta institución ünica y exclusivamente se refiere a la 

compraventa "mercantil", porque hoy el propio derecho 

mercantil, se muestra cada vez m~s como un derecho que afecta 

a determinada categorla de empresas: las empresas 

mercantiles, que se distinguen por la realización de actos en 

masa. De este modo, dejan de ser conceptos centrales del 

derecho mercantil los del comerciante y el acto de comercio, 

y pasa a ocupar aquel lugar el de la empresa mercantil; por 

esto, la valoración de la empresa como personaje central del 

derecho mercantil, es la que inspira nuestras leyes en 

materia comercial, cuyos actos, como ya se dijo, son en masa. 
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2.- El principio de conservación de las empresas. 

De ah1 surge la necesidad de consagrar el principio de 

conservación de la empresa <69J, no sólo como tutela de los 

intereses que en ella coinciden, sino sobre todo, como 

salvaguardia de los intereses colectivos que teda empresa 

mercantil representa, y esto no se puede lograr si se sigue 

pensando que lo que suceda entre comerciantes no le interesa 

a la colectividad; y en esta tarea juega un papel fundamental 

el abandonar aquellos conceptos dogmáticos de que existen 

obligaciones mercantiles, distintas de las obligaciones 

civiles, porque al fin de cuentas, es el derecho el único 

común denominador que puede poner freno a las injusticias 

producto del actuar de los individuos entre si, sean o nó 

comerciantes, y entre éstos y la autoridad, porque ambos 

constituyen la sociedad. 

La empresa mercantil al asumir una importancia capital en el 

progreso económico de cada pa1s, adquiere y representa, por 

este motivo, un interés público decisivo. Por tal razón, el 

Estado persigue sobre todo la perduración de las mismas, pero 

este interés sólo se puede lograr, cuando se acabe con las 

prácticas monopólicas y las competencias desleales, que 

constituyen el principal obstáculo para el desarrollo de las 

empresas. 

~~9fTXf11ae: Apodaea J. Os~, Francisco. "Presupuestos d~ la oui~bra11 • Editorial Stylo. Hédc:o, 1945, 
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El cambio de circunstancias (cláusula "Rebus Sic Stantibus"), 

es uno de los principales baluartes respecto del principio de 

conservación de las empresas, y de ah1 nuestra preocupación 

porque se considere la teoria de la imprevisión, como parte 

de nuestro derecho positivo vigente . 

. Ese cambio de circunstancias, en consecuencia, no sólo es 

aplicable a los casos de alimentos, patria potestad, 

jurisdicción voluntaria, etc., que ya analizamos, sino que 

también es aplicable a los actos de comercio, y la base de 

esta propuesta, la encontramos en el hecho de que las 

instituciones del Código de Procedimientos Civiles para el 

Distrito Federal, son supletorias del Código de Comercio, 

pues sólo as1 podemos concebir que exista fundamento legal 

para acabar con las prácticas desleales, que hoy es un 

concepto muy utilizado en nuestro pais, sobre todo en esta 

época en que los tratados internacionales en materia 

comercial serán la norma más socorrida. Y en este esquema, la 

acción de nulidad de las controversias firmes, ya sea en 

materia comercial, o en cualquier otra, será el Gnico 

instrumento para enmendar las injusticias cometidas a 

propósito de la utilización anormal de los procedimientos 

judiciales, entablados ya sea, entre comerciantes o entre 

particulares. 
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e o N e L u s I o N E s 

1.- Nuestro derecho positivo, como sistema de normas 

jur1dicas, que se entrelazan mutuamente y forman un todo 

organizado, no requiere de un precepto que expresamente 

regule la prohibición del fraude procesal, toda vez que éste 

contradice violentamente todo el orden jurídico, y por lo 

mismo, la acción para demandar la nulidad de un juicio 

concluido por proceso fraudulento, encuentra su fundamento en 

la propia interpretación de di versas disposiciones y en los 

criterios que al respecto ha sustentado el Poder Judicial de 

la Federación. 

2.- El articulo 94 del Código de Procedimientos Civiles para 

el Distrito Federal, supletorio del Código de Comercio, es 

una disposición que expresamente permite modificar o alterar 

una resolución firme, en función al cambio de las 

circunstancias imperantes, en todos los negocios j ur idicos 

relacionados con los alimentos, ejercicio y suspensión de la 

patria potestad, interdicción, jurisdicción voluntaria, y en 

todos los demás casos que prevengan las leyes, lo que 

demuestra que la cláusula "Rebus Sic Stantibus", forma parte 

de nuestra derecha positivo vigente, pues los negocias 

jur1dicos a que se refiere el precepto mencionada, están 

enumerados de manera enunciativa y no limitativa, pues el 
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verdadero esp1ritu del legislador, fue considerar el cambio 

de las circunstancias, como fundamento para poder alterar o 

modificar una resolución, aunque ésta haya causado 

ejecutoria, de manera tal que la inmutabilidad de una 

sentencia firme, no es un término absoluto, sino relativo. 

3.- El articulo 531 del Código de Procedimientos civiles para 

el Distrito Federal, supletorio del Código de Comercio, viene 

a confirmar que las sentencias o convenios judiciales, aunque 

se encuentren firmes, también pueden ser motivo de alteración 

o modificación, ya que por voluntad de las partes, se puede 

renunciar a los derechos obtenidos en una sentencia, o bien 

modificarlos, por convenio y, como consecuencia del efecto de 

causas supervenientes, ya sean voluntarias o involuntarias. 

4.- La cláusula "Rebus Sic stantibus", prevista en el 

articulo 62 de la convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados, no solo es aplicable al orden juridico 

internacional, sino que forma parte de nuestro derecho 

positivo vigente, pues ésta es compatible con los principios 

de justicia y equidad que se consagran en la Constitución 

Politica de los Estados Unidos Mexicanos, y por lo tanto, se 

ha convertido en ley suprema de toda la unión, y los jueces 

de cada Estado deben aplicarla, a pesar de las disposicio"nes 

en contrario que pueda haber en sus ordenamientos, incluso 

constitucionales, pues el articulo 133 constitucional, que 

enuncia el principio de la supremacia de la Constitución, es 
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el fundamento para considerar a dicha cl<'iusula como parte 

integrante de nuestro sistema de normas. 

s.- Toda violación a las normas o leyes de orden público, asi 

como la colusión de los litigantes, consciente o 

inconsciente, también es motivo para poder modificar o 

alterar una resolución firme, mediante el ejercicio de la 

acción de nulidad del juicio concluido por proceso 

fraudulento, o bien mediante la excepción o defensa 

correspondiente, porque el fraude procesal siempre supone un 

fraude a la ley, y destituye al proceso de su fin normal, 

esto es, de la actuación de la justicia a través del derecho, 

y por lo tanto, no se puede hallar obstáculo en la forma, 

cuando el fondo está constituido por un acto ineficaz, o 

construido mediante una artificiosa preconstitución 

circunstancial que no corresponde a la realidad. 

6.- Como el vinculo del juzgador con la actividad de las 

partes, regularmente facilita el fraude procesal, el Poder 

Judicial de la Federación, en todo momento, debe tener 

presente que la misión del derecho es la justicia, y por lo 

tanto, se debe abandonar la práctica judicial de que los 

jueces deben considerar el caso conforme a lo que resulte de 

los hechos aducidos, o de lo que las mismas partes hayan 

expresado, o de las pruebas que éstas hayan aportada, porque 

para conocer la verdad de' los hechos controvertidos, es 

facultad del juzgador valerse de cualquier persona, sea parte 
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o tercero, y de cualquier cosa o documento, ya sea que 

pertenezca a las partes o a un tercero, sin más 1 irni tación 

que la de que las pruebas no estén prohibidas por la ley ni 

sean contrarias a la moral, cuestión que resulta importante, 

ya que no puede imponerse a las partes, la responsabilidad de 

la forma ilicita que adoptaron porque, el proceso persigue un 

fin público y el hecho de que la sentencia sea justa o nó, no 

es un asunto que solo a las partes afecte. 

7.- De igual manera, debe quedar claro que, juridicamente, la 

distinción entre obligaciones civiles y obligaciones 

mercantiles, sólo tiene un valor académico, porque contra 

todo lo que se ha dicho al respecto, nuestra posición es que 

la teoria general de las obligaciones es perfectamente 

aplicable a los actos de comercio, porque asi lo establecen 

los articules 77 y 81 del Código de Comercio, y por lo tanto, 

tratándose de juicios mercantiles, el Poder Judicial de la 

Federación, debe abandonar el formalismo contenido en la 

expresión de que cada uno se obliga en la forma y términos 

que quiso obligarse, porque la voluntad de las partes no 

puede estar por encima de las leyes de orden público, y 

además, por técnica jurídica, la interpretación de la ley y 

de los contratos, no queda al capricho de los contratantes, y 

por lo tanto la expresión de que la voluntad de las partes es 

la ley suprema en los contratos, no es un concepto absoluto, 

slno relativo. 
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B. - Considerarnos que la llamada teoria de la imprevisión, 

expresada en la cláusula "Rebus Sic Stantibus 11 hoy resulta de 

fundamental importancia, sobre todo en estos momentos en que 

el mundo se divide en bloques económicos, y en nuestro pals, 

la actividad económica se desarrollará al amparo de tratados 

internacionales en materia comercial, en los que la ética y 

la buena fe, serán el común denominador de todos los negocios 

y, consecuentemente, debemos adoptar la ética, como actitud 

frente a la vida, pues ese valor es el único que permitirá 

que nuestra economia crezca, ya que el derecho -como dice 

Carnelutti- es la ética de la econornia. 

9,- Finalmente, no debernos olvidar que si bien el buscar la 

paradoja es propio de un sofista, el evitarla cuando los 

hechos se imponen, es propio de un espiritu sin coraje y sin 

fe en la ciencia. 
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